
Santiago, veinte de noviembre de dos mil veinte.

VISTOS Y TENIENDO PRESENTE:

PRIMERO: Que compareció doña Ruth Israel López, Abogada Procurador 

Fiscal de Santiago, del Consejo de Defensa del Estado, por el Fisco-Armada de 

Chile,  todos  domiciliados  en  calle  Agustinas  N°  1687,  comuna  y  ciudad  de 

Santiago  y  dedujo  reclamo  de  ilegalidad  en  contra  del  Consejo  para  la 

Transparencia (en adelante “CPLT”), representada por don Marcelo Drago Aguirre, 

ambos  domiciliados  en  calle  Morandé  N°  360,  piso  7,  comuna  y  ciudad  de 

Santiago, por su Decisión de Amparo (en adelante “DA”) rol C5991-18, adoptada 

por su Consejo Directivo en sesión ordinaria N° 976 de 19 de marzo de 2019 en 

cuya  virtud  se  acogió  el  amparo  por  denegación  de  acceso  a  la  información 

deducido por don Javier Morales Valdés y ordenó a la Armada “hacer entrega al 

reclamante  de  copia  de  la  hoja  de  vida  del  funcionario  que  se  indica, 

correspondiente  al  período 2007 a 2010”.  Funda su reclamo en los  siguientes 

antecedentes:

1.- El 2 de noviembre de 2018 el particular Javier Morales Valdés requirió 

de la Armada de Chile, mediante Solicitud de Acceso a la Información Pública, que 

se le proporcionara la: “hoja de vida del ex capitán de navío Mariano Rojas Bustos 

entre los años 2007 a 2010”. La Armada, por oficio de 3 de diciembre de 2018, 

respondió indicando que, en atención a lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley de 

Transparencia (en adelante “LT”)  y a que la información requerida se refiere a 

documentos o antecedentes cuya entrega puede afectar los derechos del capitán 

de navío señor Mariano Rojas Bustos, la institución lo notificó de la solicitud de 

información, con el fin de que manifestara su conformidad u oposición a la entrega 

de lo solicitado; y, por medio de respuesta de fecha 8 de noviembre de 2018, éste 

se opuso, argumentando, en resumen, que los documentos requeridos contienen 

información tanto profesional militar como personal y familiar, datos que podrían 

ser  mal  utilizados  al  caer  en  manos  de  terceros,  lo  que  vulnera  su  derecho 

fundamental consagrado en el artículo 19 N° 4° de la Constitución Política de la 

República y en la ley 19.628, sobre protección a la vida privada y que conforme al 

artículo  21  N°  2°  de  la  ley  20.285,  tal  información  no  debe  ser  entregada. 

Asimismo, argumentó secreto o reserva militar.

2.- La Armada de Chile, por oficio de 3 de diciembre de 2018, informó al  

solicitante que, al existir oposición debidamente justificada en tiempo y forma y 

según los dispuesto en los artículos 20 y 21 N° 2 de la LT, con relación al deber de 

la institución de guardar secreto de dichos antecedentes,  según lo prescribe el 

artículo 7 de la ley 19.628, y al párrafo 2.4 de la Instrucción General N° 10 del 

CPLT, la institución se encontraba impedida de acceder a lo solicitado.
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3.- Con fecha 3 de diciembre de 2018 el solicitante dedujo amparo ante el  

CPLT, tramitado bajo el rol C-5991-18, en contra de la respuesta entregada por la 

Armada de Chile, indicando que la institución entregó una “respuesta negativa a la 

solicitud de información”, y que las razones dadas para no dar la información es la 

“oposición de un tercero”. 

4.- La Armada evacuó el traslado conferido solicitando al CPLT acoger sus 

descargos, los que esencialmente se fundaban en inadmisibilidad del amparo, por 

no dar cumplimiento al artículo 24 de la LT, al no señalar claramente la infracción  

cometida, los hechos que la configuran y no acreditar con medios de prueba la 

supuesta infracción;  la oposición del funcionario;  que la hoja de vida requerida 

registra datos de carácter personal o sensible; que la misma es de antigua data, 

que el funcionario tiene “derecho al olvido”; y que, asimismo, contiene información 

respecto  a  preparación  y  capacitación  militar,  que  puede  ser  utilizada  para 

determinar  los  estándares  preparativos  del  personal,  afectando  la  defensa 

nacional.

5.- Mediante oficio N° E3470, notificado a la Armada con fecha 21 de marzo 

de 2019, se comunicó la DA rol C5991-18, en la que, en definitiva, se acogió el  

amparo deducido por el señor Morales, ordenando al señor comandante en jefe de 

la Armada de Chile “hacer entrega al reclamante de copia de la hoja de vida del  

funcionario que se indica, correspondiente al período 2007 a 2010”, previa reserva 

de  todos  aquellos  datos  personales  que  en  nada  se  relacionan  con  el 

cumplimiento  de  la  función  pública  desempeñada  que  puedan  estar  allí 

contenidos,  tales  como, el  número de cédula de identidad,  domicilio particular, 

fecha  de  nacimiento,  nacionalidad,  estado  civil,  teléfono  y  correo  electrónico 

particular, fotografía del funcionario, peso y altura, como también los referidos a 

las patologías médicas que afectaron o pudieron haber afectado al funcionario y 

aquello  referidos  a  la  religión  que  profesa.  Asimismo,  se  deberán  tarjar  las 

sanciones efectivamente  prescritas  o cumplidas y los datos  de la  cónyuge del 

funcionario.

6.- Alega la Armada la vulneración de los artículos 41 y 30 letra b) de la ley 

Nº19.880, como asimismo de los artículos 24 inciso segundo y 33 letra b), ambos 

de la LT, esto es, una falta de fundamentación del acto impugnado. En efecto, 

agrega, en la DA reclamada se omite pronunciamiento acerca de las alegaciones 

formuladas por la Armada de Chile y, en una decisión ilegal, simplemente impone 

su criterio, dejando de lado las cuestiones planteadas por los interesados. El CPLT 

no puede omitir pronunciarse sobre los planteamientos y normas esgrimidas por la 

Armada en sus descargos,  como lo son el  artículo 101 de la Constitución,  las 

garantías constitucionales y una norma posterior a la entrada en vigencia de la LT, 
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como lo es el artículo 34 letras a) y b) de la ley 20.424 e, incluso, aquella del 

artículo 436 del  Código de Justicia  Militar.  Sostiene que al  no pronunciarse  el  

CPLT respecto de los argumentos planteados en sus descargos por la Armada, en 

la decisión reclamada, se vulnera el artículo 41 de la ley 19.880, incurriendo en 

citra petita, u omisión parcial de la decisión de un asunto cuya resolución forma 

parte de la contienda, sin que dicha actuación se encuentre amparada por ley, por 

lo que lo resuelto deviene en ilegal, vulnerando además los artículos 6° y 7° de la 

Carta Fundamental. 

7.-  Señala  la  Armada  la  procedencia  de  la  excepción  objetiva  de 

denegación de información fundada en el artículo 21 números 2 y 5 de la LT, por 

estar  obligada  la  Armada  de  Chile  a  la  protección  de  los  datos  sensibles 

contenidos en la hoja de vida funcionaria, cuya entrega se pretende. Razona que 

en  las  hojas  de  vida  de  los  funcionarios  de  la  Armada  se  registran  no  solo 

antecedentes relacionados con su desempeño funcionario, sino además datos de 

carácter personal, entendiéndose por tales aquellos que conciernen a una persona 

natural  identificada  o  identificable.  Asimismo,  dentro  de  los  antecedentes 

solicitados también es posible encontrar datos a los cuales la ley les ha otorgado 

el  carácter  de  sensibles,  por  cuanto  se  refieren  a  las  características  físicas  o 

morales de las personas o hechos o circunstancias de su vida privada, tales como, 

el origen racial, ideologías, creencias o convicciones religiosas, estados de salud 

físicos o psíquicos, comportamiento financiero, etc.,  cuyo titular es el único que 

puede  disponer  de  los  mismos  y  cuyo  conocimiento  podría  significar 

eventualmente una amenaza a las garantías constitucionales del honor y la honra 

y a su seguridad física y psíquica.

8.-  Aduce  la  procedencia  de  la  excepción  objetiva  de  denegación  de 

información, fundada en el artículo 21 Nº 3 de la LT, por tratarse de información 

cuya  publicidad  afecta  a  la  defensa  nacional.  Indica  la  norma:  “Cuando  su 

publicidad,  comunicación  o  conocimiento  afecte  la  seguridad  de  la  Nación, 

particularmente  si  se  refiere  a  la  defensa  nacional  o  la  mantención  del  orden 

público  o  la  seguridad  pública”.  Hace presente  que las  hojas  de vida  no sólo 

contienen  información  personal,  sino  relativa  a  la  preparación,  capacitación, 

formación, especialidad, funciones y destinaciones militares, hechos propios del 

estándar  militar  con  que son  preparados  para  operar  los  funcionarios  y  dicen 

directa  relación  con  el  debido  cumplimiento  de  las  funciones,  rol,  misión  y 

estándares en los que opera la Armada de Chile. Todos estos conceptos tienden 

directamente  a  la  consecución  de  los  objetivos  de  las  FF.  AA.,  por  tanto  se 

mantiene  su  reserva  incluso  después  de  su  retiro  o  muerte;  además  su 

conocimiento  podría  afectar  la  credibilidad  de  los  mecanismos  que  tiene  la 
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Institución para observar,  mantener,  ascender o dar término a la carrera de un 

oficial,  por  lo  que  concluye  que  la  información  que  se  ordena  entregar  se 

encuentra amparada por la causal de secreto o reserva contemplada en el artículo 

436 del Código de Justicia Militar y su revelación lleva consigo un debilitamiento 

del rol esencial que les ha sido asignado por la carta fundamental a las fuerzas 

armadas. Bajo un razonamiento lógico, el  conocimiento de estos antecedentes, 

sus  anotaciones  y  demás  información  contenida  en  ellos,  pueden  afectar 

directamente  el  mando y con ello la  jerarquía y disciplina de las instituciones,  

poniendo  en  peligro  el  rol  de  las  mismas  impuesto  en  el  artículo  101  de  la  

Constitución Política de la República.

9.- Yerra el CPLT al exigir la necesidad de ponderarse la afectación efectiva 

al bien jurídico protegido, al sostener que, además de la norma legal, se requiere 

acreditar  que  la  publicidad  de  la  información  requerida  afecta  la  seguridad  o 

defensa  nacional,  alegación  que no se  conforma a  derecho,  ya  que basta  un 

ejercicio  lógico  deductivo  para  comprender  que  se  está  ante  información 

reservada  que  tiene  como  objeto  no  afectar  las  bases  esenciales  de  las 

instituciones  como  la  obediencia,  la  no  deliberación,  el  profesionalismo,  la 

jerarquía,  disciplina,  antigüedad  y  mando,  y  que  tiende  directamente  a  la 

consecución de los objetivos de las FF. AA., esto es, la defensa de la patria y 

seguridad  nacional,  siendo  imposible  e  improcedente  realizar  el  ejercicio  que 

implica el tradicional “test de daño”.

10.- Finalmente, la entrega de la información solicitada vulnera el llamado 

“derecho al olvido” que asiste al  funcionario afectado. Reitera que las hojas de 

vida requeridas corresponden a un ex funcionario de la Armada cuyas funciones 

ya cesaron. Y la información contenida en dichas hojas de vida, una vez retirado el 

funcionario de la institución, deja de cumplir su finalidad principal de registrar la 

carrera  funcionaria  de los  miembros de la  Armada.  Aquellas  hojas  de vida no 

poseen el carácter de perpetuas, por lo que el factor “tiempo” es un hecho decisivo 

para evaluar la entrega de los antecedentes de carácter secreto o reservado e 

incluso aquellas que pudieren haber sido públicas, que contengan las mismas.

11.- Concluye señalando que la DA adoptada por el CPLT, deviene en ilegal 

por las razones antedichas y pide que se acoja su reclamo en su contra, dejándola 

sin efecto y declarando que la Armada de Chile actuó conforme a derecho al negar 

el acceso a la información solicitada.

SEGUNDO. Que informando el CPLT señala lo que sigue:

1.-  Indica  que  la  DA  C5991-18  se  ha  dictado  con  estricto  apego  a  su 

competencia, resolviendo fundadamente el amparo por denegación de acceso a la 

información y pronunciándose sobre todas las cuestiones alegadas por la armada. 
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El considerando 8° de la resolución reclamada se hace cargo en forma expresa de 

los descargos formulados, indicando: “Que, respecto de la hipótesis de reserva del 

artículo 21 N°1, 2, 3, 4 y 5 de la Ley de Transparencia, esta última en relación con 

el artículo 436 del Código de Justicia Militar y, especialmente, el artículo 34 letras  

a) y b) de la Ley N° 20.424, es menester indicar que el criterio que ha aplicado 

uniformemente  este  Consejo  es  que  la  afectación  -de  los  bienes  jurídicos 

protegidos por el  artículo 21 de la Ley de Transparencia-  debe ser presente o 

probable  y  con  suficiente  especificidad  para  justificar  la  reserva,  lo  que no se 

presume sino que debe ser acreditado por el órgano administrativo requerido, de 

modo que los daños que la publicidad provocaría sean superiores al perjuicio que 

el secreto causaría al libre acceso a la información y al principio de publicidad. En 

la especie el órgano reclamado sólo ha realizado alegaciones genéricas sobre la 

materia, y no ha acreditado de qué modo concreto ni específico la entrega de los 

datos  requeridos  pueda  afectar  los  bienes  jurídicos  cautelados  por  dichos 

preceptos, máxime si se considera que la información requerida tiene una data de 

casi diez años”.

2.- Sostiene que las hojas de vida de los ex funcionarios de las FF. AA. no 

son reservadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 34 letras a) y b) de la ley 

20.424.  Indica  que  la  norma  en  comento  dispone:  “Los  actos  y  resoluciones 

presupuestarios de la defensa nacional son públicos”.

“Los  fundamentos  de  los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la 

defensa  nacional,  incluidos  los  que  acompañan  el  proyecto  de  Ley  de 

Presupuestos del Sector Público, serán secretos o reservados en todo lo relativo 

a: a) Planes de empleo de las Fuerzas Armadas. b) Estándares en los que operan 

las Fuerzas Armadas”

3.- Sostiene que el CPLT ha precisado el sentido y alcance de esta norma, 

a partir de las decisiones de amparo roles C349-11 y C536-11, razonando que 

debe dársele  una interpretación  restrictiva,  al  tratarse  de una limitación  de un 

derecho constitucional, estimando que ninguna de estas hipótesis legales resultan 

aplicables a la información referida a las hojas de vida de ex funcionarios de la 

Armada, ya que dicha información en ningún caso dice relación con fundamentos 

de los actos y resoluciones presupuestarios de la defensa, ni revelan los planes de 

empleo de las Fuerzas Armadas o los estándares con que éstas operan. Afirma 

que  la  información  contenida  en  las  hojas  de  vida  y  calificaciones  de  ex 

funcionarios públicos es pública en virtud de lo dispuesto en los artículos 5°, 10° y 

11 letra c) de la LT y al artículo 8° de la Constitución Política de la República, ya 

que versa sobre su carrera funcionaria, su calificación y desempeño en el ejercicio 

de las funciones para las cuales fueron contratados, sirviendo su contenido de 
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fundamento  para  la  adopción  de  decisiones  en  los  respectivos  procesos 

calificatorios. Se remite a la definición de hoja de vida que establece el artículo 79 

del decreto con fuerza de ley N° 1 de 1997 del Ministerio de Defensa Nacional 

como el “documento que contiene un registro cronológico de todas las actuaciones 

del  personal  que  incidan  directamente  en  su  desempeño  durante  el 

correspondiente  período  de  calificación.  En  ella  se  efectuarán  tanto  las 

anotaciones de mérito como de demérito que lo afecten, como asimismo las que 

correspondan a su vida funcionaria, tales como, feriados, licencias, comisiones de 

servicio,  resoluciones  recaídas  por  investigaciones  sumarias  administrativas  y 

sentencias definitivas en causas civiles y criminales. Podrá contemplar también 

todo  otro  antecedente  que  se  considere  útil  para  la  posterior  evaluación  del 

personal,  siempre que corresponda al  período de calificación de que se trate”. 

Indica  que,  conforme  esta  definición,  el  CPLT  concluyó  que  la  información 

requerida  obra  en  poder  de  la  Armada  de  Chile  y  ha  sido  elaborada  con  el 

propósito de que dicha institución pueda contar con un insumo para evaluar el 

desempeño de sus funcionarios, concluyendo que la hoja de vida del ex capitán de 

navío  señor  Mariano  Rojas  Bustos,  entre  los  años  2007  a  2010,  contiene 

información que se refiere específicamente a su evaluación de desempeño, ciertas 

anotaciones  de  sus  superiores  jerárquicos,  así  como  apreciaciones  sobre  la 

ejecución de las tareas inherentes a los cargos que desempeñó mientras estuvo 

sujeto a calificación en los períodos consultados. Relaciona este concepto con el 

contenido  del  artículo  8°  de  la  Constitución  Política  de  la  República  y  de  los  

artículos 5°, 10 y 11 letra c) de la LT, para concluir que la hoja de vida del ex 

funcionario consultado, correspondiente al período 2007 al 2010, obra en poder de 

un órgano de la Administración del Estado, fue elaborada con presupuesto público 

y ha servido de fundamento de resoluciones o actos administrativos dictados por 

la  Armada  de  Chile  en  los  respectivos  procesos  calificatorios  a  los  que  fue 

sometido el  capitán de navío (r) señor Mariano Rojas Bustos, a lo largo de su 

carrera funcionaria,  por lo que constituye información que tiene el   carácter  de 

pública, salvo que concurra a su respecto alguna causal legal de reserva, lo que 

no sucede en este caso.

4.- Argumenta que no basta la existencia e invocación de una norma a la 

que  se  le  atribuya  el  carácter  de  ley  de  quórum  calificado  que  establezca  el 

secreto de ciertos antecedentes para dar por configurada la causal de reserva del 

artículo 21 Nº 5 de la LT, si la publicidad no afecta alguno de los bienes jurídicos  

señalados en el  inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política de la 

República. Específicamente, sostiene que la alegación de tener la hoja de vida del 

funcionario carácter secreto, conforme al artículo 436 N° 1 del Código de Justicia 
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Militar,  no  puede  entenderse  configurada  con  la  sola  cita  de  la  norma,  sin 

antecedentes que le den sustento, argumentando que en la configuración como 

causal de excepción a la publicidad, necesariamente debe evaluarse en cada caso 

concreto la afectación de que se trata, y en el caso puntual verificar si se afecta el  

bien jurídico que se relaciona con la causal de reserva invocada. La interpretación 

de la Armada de Chile,  al  sostener  que la norma establece la reserva  ciertos 

antecedentes,  por  el  sólo  hecho  que  su  contenido  “se  relacione”  con  un 

determinado  bien  jurídico,  pugna  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  8°  de  la 

Constitución Política de la República, que exige que la publicidad de lo requerido 

“afecte” el debido cumplimiento de las funciones del órgano, los derechos de las 

personas,  la  seguridad  nacional  o  el  interés  nacional,  y  no  solamente  que  el 

documento se refiera a ellos o se relacione con éstos

5.-  Expresa  que la  Armada de Chile  carece  de legitimación  activa  para 

invocar la causal de reserva del artículo 21 N° 2 de la LT, por cuanto el tercero fue 

notificado  en  todas  las  etapas  del  procedimiento  y  decidió  no  reclamar  de 

ilegalidad.

6.-  Sostiene,  además,  que  la  publicidad  de  las  hojas  de  vida  de  ex 

funcionarios públicos no se encuentra comprendida en la hipótesis de reserva del 

artículo 21 N° 2 de la LT,  por cuanto se relaciona con el  cumplimiento de los 

principios de probidad y transparencia,  aplicable a quienes se desempeñan en 

órganos  públicos  o  en  aquellos  creados  para  el  cumplimiento  de  funciones 

administrativas. Cita el contenido de los artículos 3° y 4° de la LT, en relación al 

artículo 8° inciso primero de la Constitución Política de la República para concluir 

que  la  información  ordenada  proporcionar  al  solicitante  es  una  directamente 

relacionada con el ejercicio de la función pública que desempeñó un ex capitán de 

navío, que permite verificar o conocer sus actuaciones funcionarias y su carrera en 

la institución, la que al estar contenida en la hoja de vida denegada por la Armada, 

es información esencialmente pública, producida y almacenada por un órgano de 

la Administración con motivo de la verificación del cumplimiento de obligaciones 

funcionarias,  que no revela ni  contiene ningún tipo de información que pudiera 

afectar la vida privada o la intimidad del ex funcionario.

7.- Manifiesta que la decisión recurrida no vulnera el derecho al respeto y 

protección de la vida privada y la protección de datos personales, consagrado en 

la ley 19.628 y el artículo 19 N° 4° de la carta fundamental, ya que la reclamante 

no ha probado  la  necesaria  vinculación  entre  la  revelación  de los  datos  cuya 

publicidad se pretende impedir y la afectación presente, probable y específica al 

derecho a la  vida privada y  la  protección  de datos  personales  alegada.  En el  

presente caso, la información requerida no puede ser, bajo ningún punto de vista,  
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calificada  como  datos  sensibles,  por  cuanto  únicamente  permiten  vincular  el 

nombre de un ex funcionario de la Armada de Chile con la historia sobre parte de 

su carrera y desempeño funcionario,  no existiendo ninguna vinculación  con su 

intimidad.

8.- Explica que la DA rol C5991-18 no resulta ilegal al disponer la entrega 

de la hoja de vida solicitada, ya que la publicidad de dicha información no afecta la 

seguridad de la nación. La Armada de Chile funda esta alegación en que dichos 

datos se refieren a información relacionada a la preparación y capacitación militar, 

la cual se debe reservar incluso después del retiro del funcionario, ya que revelarla 

afectaría  los  objetivos  de las  FF.  AA.,  como son,  la defensa de la  patria  y  la 

seguridad nacional. Sin embargo, dichos antecedentes no quedan comprendidos 

dentro de lo  que se ha entendido por  seguridad de la nación,  por  tratarse  de 

información que no se encuentra directamente relacionada con las actividades de 

seguridad y defensa del país, ni revelan estrategias militares ni tampoco ponen en 

riesgo la defensa de la patria ni la integridad territorial ni la preservación del orden 

institucional de la república, por lo que su publicidad no tiene la potencialidad de 

provocar  una  afectación  presente,  probable  y  específica  a  la  seguridad  de  la 

nación, en tanto bien jurídico protegido por el inciso segundo del artículo 8° de la 

Constitución Política de la República.

Pide rechazar el reclamo de ilegalidad.

TERCERO: Que debe recordarse que la DA rol C5991-18 del CPLT acogió 

el amparo por denegación de acceso a la información contra la Armada deducido 

por el señor Javier Morales Valdés ordenando entregarle “…copia de la hoja de 

vida del funcionario que indica, correspondiente al período 2007 a 2010, debiendo 

el órgano tarjar,  única y exclusivamente,  los datos personales de contexto que 

pudieran estar contenidos en la documentación requerida, tales como el número 

de cédula de identidad,  domicilio  particular,  fecha de nacimiento,  nacionalidad, 

estado civil,  teléfono y correo electrónico particular,  entre otros, en virtud de lo 

dispuesto en la ley N° 19.628, los datos sensibles, en virtud de lo expuesto en el 

artículo 10° de la citada ley, y las sanciones prescritas o cumplidas anotadas en la 

hoja de vida, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley”. El  

“funcionario que indica” es el capitán de navío en retiro don Mariano Rojas Bustos, 

quien  notificado  se  opuso  a  la  entrega  de  información.  Iniciado  el  proceso 

administrativo  ante  el  CPLT,  se  notificó  nuevamente  al  señor  Rojas  Bustos, 

confiriéndole traslado para que hiciera las alegaciones que estimare pertinentes, 

reiterando  este  funcionario  su  oposición  ya  manifestada  a  la  Armada  en  su 

oportunidad. Sin embargo, dictada la DA rol 5991-18 de 19 de marzo de 2019, por 

la cual se acogió el amparo por denegación de acceso a la información en los 
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términos  transcritos,  el  señor  Mariano  Rojas  Bustos  no  dedujo  reclamo  de 

ilegalidad, sólo lo hizo la Armada a través del Consejo de Defensa del Estado.

CUARTO: Que lo primero que debe dilucidar esta Corte es la legitimación 

de la Armada para accionar en autos invocando la causal de reserva del N° 2 del 

artículo 21 de la LT, teniendo presente que la hoja de vida cuya publicidad se pide 

se  refiere  al  señor  Mariano  Rojas  Bustos,  persona  que  fue  notificada  en  el 

procedimiento  administrativo  ante  el  CPLT,  oponiéndose  a  la  entrega  de  la 

información,  de modo que conforme a los artículos 20 y 25 de la LT, una vez 

ejercido  el  derecho  a  oposición  por  el  tercero  afectado,  el  órgano  de  la 

Administración  de que se  trata  -en  este  caso  la  Armada-  queda  impedido  de 

entregar la información, salvo decisión en contrario del CPLT, caso este último en 

que la Armada no puede accionar de ilegalidad en contra de la decisión en virtud 

de la causal del N° 2 del artículo 21 de la LT, facultad que sí tiene el tercero, y que 

en el caso sub judice no ejerció. La causal en comento, la del N° 2 del artículo 21 

de la LT, señala que: “Las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se 

podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información, son las siguientes: 

2. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte los derechos de las 

personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud, la esfera de su 

vida privada o derechos de carácter  comercial  o económico”,  norma que debe 

vincularse con la garantía del número 4° del artículo 19 de la Constitución Política 

de la República: “La Constitución asegura a todas las personas: 4° El respeto y 

protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia, y asimismo, la 

protección de sus datos personales. El tratamiento y protección de estos datos se 

efectuará en la forma y condiciones que determine la ley”.

QUINTO:  Que,  así,  y  tal  como  sostuvo  esta  Corte  de  Apelaciones  en 

sentencia de catorce de enero de dos mil diecinueve, dictada en la causa rol 362-

2018 -contencioso administrativo-, el único afectado, entonces, con la publicidad 

de la hoja de vida es el respectivo oficial, el que, de acuerdo al artículo 20 de la 

LT, fue emplazado en el procedimiento administrativo ante el CPLT y se opuso a 

la entrega de la información, absteniéndose luego de reclamar de la DA C5991-18, 

pudiendo hacerlo de acuerdo a lo que señala el inciso tercero del artículo 28 de la 

LT, a saber,  “El afectado también podrá reclamar de la resolución del Consejo 

ante la Corte de Apelaciones respectiva, cuando la causal invocada hubiere sido la 

oposición oportunamente deducida por el titular de la información, de conformidad 

con el artículo 20”. Cabe consignar que el adverbio “también” que emplea la norma 

citada no significa que el órgano de la Administración -la Armada en estos autos-  

pueda argüir esta causal, sino que, al revés, el tercero que se dice afectado es 

quien  tiene  el  derecho a  reclamar  de ilegalidad  en contra  de  la  DA,  atendido 
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precisamente el hecho de ser el titular de los derechos que, en su concepto, se 

verían conculcados con la publicidad de la información.

SEXTO: Que bien señala el CPLT que la Armada no puede actuar como 

una especie de “agente oficioso” de aquellos terceros cuyos datos consignados en 

las hojas de vida respectivas se pide hacer pública y no puede concurrir a esta 

sede  judicial  pretendiendo  una  declaración  de  ilegalidad  de  la  DA  del  CPLT 

invocando una afectación de un derecho ajeno, de una tercera persona, como lo 

es el aludido señor Mariano Rojas Bustos, pues así se lo debe considerar en estos 

autos desde que,  pudiendo hacerlo,  no dedujo reclamo de ilegalidad; y sólo el 

titular del derecho que se dice conculcado es quien puede hacer tal reclamo. 

SÉPTIMO:  Que  tal  como lo  sostiene  el  CPLT,  no  basta  la  existencia  e 

invocación de una norma de quórum calificado para dar por configurada la causal  

de reserva del N° 5 del artículo 21 de la LT y, entonces, habrá que determinarse,  

en cada caso, si la publicidad afecta o no el bien jurídico que se intenta proteger 

con la norma. En este caso, el artículo 436 del Código de Justicia Militar establece 

un  caso  de  reserva  de  la  información  relativa  a  aquellos  documentos  cuyo 

contenido  se  relaciona  directamente  con  la  seguridad  del  estado,  la  defensa 

nacional, el orden público interior o la seguridad de las personas “y entre otros: 1.- 

Los relativos a las Plantas de dotaciones y a la seguridad de las instituciones de 

las Fuerzas Armadas o de Carabineros de Chile y de su personal,…” y, entonces,  

habrá que determinar si una hoja de vida de un funcionario en retiro se relaciona 

directamente con la seguridad del Estado, la defensa nacional, el orden público 

interior o la seguridad de las personas.

OCTAVO: Que la Armada no ha entregado ningún antecedente que permita 

sostener que la entrega de la aludida hoja de vida del señor Rojas Bustos tiene 

alguna afectación en la seguridad del Estado, la defensa nacional, el orden público 

interior o la seguridad de las personas y tampoco ha ligado la causal de reserva 

con una efectiva afectación de alguno de los bienes jurídicos expresados en el 

artículo 8° de la Constitución Política de la República, debiendo repetirse que la 

norma del artículo 436 del Código de Justicia Militar exige que el documento cuya 

reserva  establece  debe  estar  “relacionado  directamente”  con  dichos  bienes 

jurídicos.

NOVENO: Que la norma de las letras a) y b) del artículo 34 de la ley 20.424 

no contempla ninguna causal de reserva o secreto respecto de las hojas de vida 

de los funcionarios y baste su temor literal para arribar a tal conclusión. En efecto, 

señala esta disposición: 

“Los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la  defensa  nacional  son 

públicos”.
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“Los  fundamentos  de  los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la 

defensa nacional, incluidos los que acompañan el proyecto de Ley de Presupuesto 

del Sector Público, serán secretos o reservados en todo lo relativo a.

a) Planes de empleo de las Fuerzas Armadas.

b) Estándares en los que operan las Fuerzas Armadas”.

Claramente la hoja de vida de un miembro de la Armada nada tiene que ver 

con los fundamentos de los actos y resoluciones presupuestarias de la defensa 

nacional. 

DÉCIMO: Que en cuanto a la causal del N° 3 del artículo 21 de la LT,  dicha 

norma  consigna  que  es  causal  de  reserva  o  secreto  “Cuando  (la  información 

pedida)  su  publicidad,  comunicación  o  conocimiento  afecte  la  seguridad  de la 

Nación, particularmente si  se refiere a la defensa nacional o la mantención del 

orden público o la seguridad pública”, de suerte que procede ver si la publicidad de 

la hoja de vida del capitán de navío en retiro de la Armada, señor Rojas Bustos, 

afecta  o  no  la  seguridad  nacional,  concepto  este  último  que  si  bien  no  está 

definido  en  la  ley,  puede  resumirse  como  un  bien  jurídico  que  tiende  a  la 

preservación  de  la  independencia  e  integridad  de  la  República  y  de  sus 

instituciones,  ante  ataques  externos  o  internos.  Luego,  la  pregunta  que  debe 

responderse esta Corte es la siguiente: ¿la publicidad de la hoja de vida de un 

oficial retirado de la Armada -eliminados los antecedentes personales que ya se 

indicaron-, atenta contra la seguridad de la nación? 

UNDÉCIMO:  Que  la  información  que  da  cuenta  dicha  hoja  de  vida 

-eliminados o borrados los antecedentes personales a los que antes se ha hecho 

referencia- consiste, precisamente, en las evaluaciones del oficial, anotaciones y 

apreciaciones  de  sus  superiores  jerárquicos  y  destinaciones  dentro  de  la 

institución,  esto  es,  no  hay  ningún  dato  que pueda  significar  la  revelación  de 

estrategias  militares,  tales  como  mecanismos  de  defensa  ante  agresiones 

enemigas,  o el  diseño o modo de uso de determinadas armas,  ni  se pone en 

riesgo la integridad territorial ni institucional del país, ni tampoco queda en peligro 

la defensa de la patria frente a la agresión externa o interna. Cabe consignar que 

si  bien en la hoja de vida constan los cursos aprobados por el  funcionario,  no 

aparecen, por cierto, los contenidos de los mismos.

DUODÉCIMO: Que en lo referido a la alegación de falta de fundamentación 

del acto, baste leer el acto impugnado y, específicamente, su fundamento número 

8, para concluir que el CPLT se hizo cargo de todas las alegaciones hechas por la 

Armada y en el número siguiente, de las realizadas por el tercero, el señor Rojas 

Bustos, de manera que la DA impugnada cumple a cabalidad con lo dispuesto en 

el artículo 41 de la ley 19.880.
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DECIMOTERCERO: Que, finalmente, en cuanto al “derecho al olvido”, sin 

perjuicio  que  tal  prerrogativa  no  está  contemplada  expresamente  en  nuestro 

ordenamiento jurídico, sobre este particular puede consignarse que el pretendido 

“derecho al olvido” es aquel  por  el  cual una persona exige eliminar de internet 

alguna noticia, dato o imagen que le es desdorosa y que por el transcurso del 

tiempo ha perdido actualidad y, sin embargo, sigue siendo fácilmente accesible 

para cualquiera que consulte por el nombre de la persona aludida. Es decir, sin 

perjuicio  de  la  discusión  que  se  ha  formado  en  la  doctrina  y  también  en  la 

jurisprudencia, sobre todo europea, sobre esta institución, lo cierto es que nada 

tiene que ver con el  caso  sub  judice, pues no se trata que figuren en internet 

antiguas  noticias  que  mancillen  la  honra  del  señor  Rojas  Bustos  y  que  este 

entiende que, atendido el transcurso del tiempo, debieran ser “olvidadas”, sino que 

se trata del derecho de un particular a conocer la hoja de vida de un funcionario 

público en el lapso que va del 2007 al 2010.

Y visto, además, lo dispuesto en el artículo 30 de la ley 20.285, se rechaza 

el reclamo de ilegalidad deducido por el Armada de Chile en contra de la Decisión 

de Amparo rol C5991-18 del Consejo para la Transparencia, sin costas.

Acordado con el voto en contra del Ministro señor Mera, quien estuvo por 

acoger el reclamo de ilegalidad de la Armada, por la causal del N° 5 del artículo 21  

de la LT y, en consecuencia, dejar sin efecto la DA rol C59991-18 y desestimar la 

petición del señor Javier Morales Valdés. Tuvo presente para ello:

I.-  Que el N° 5 del artículo 21 de la ley 20.285 señala que: “Las únicas 

causales  de  secreto  o  reserva  en  cuya  virtud  se  podrá  denegar  total  o 

parcialmente el acceso a la información, son las siguientes: 5. Cuando se trate de 

documentos,  datos  o  informaciones  que  una  ley  de  quórum  calificado  haya 

declarado  reservados  o  secretos,  de  acuerdo  a  las  causales  señaladas  en  el 

artículo 8º de la Constitución Política”.  Por su parte,  el  inciso segundo de esta 

última norma refiere que “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del 

Estado,  así  como  sus  fundamentos  y  los  procedimientos  que  utilicen.  Sin 

embargo,  sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o 

secreto de  aquéllos  o  de  éstos,  cuando  la  publicidad  afectare  el  debido 

cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la 

seguridad de la Nación o el  interés nacional”,  lo que debe concordarse con la 

disposición cuarta transitoria del  mismo texto constitucional: “Se entenderá que 

las leyes actualmente en vigor sobre materias que conforme a esta Constitución 

deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o aprobadas con quórum 

calificado,  cumplen estos  requisitos  y  seguirán aplicándose en lo que no sean 

contrarias a la Constitución, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos 
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legales”. Finalmente, el artículo 436 N° 1 del Código de Justicia Militar dispone lo 

que sigue: “Se entiende por documentos secretos aquellos cuyo contenido se 

relaciona directamente con la seguridad del Estado, la Defensa nacional, el orden 

público interior o la seguridad de las personas y entre  otros: 1.- Los relativos a 

las Plantas o dotaciones y a la seguridad de las instituciones de las Fuerzas 

Armadas o de Carabineros de Chile y de su personal”. 

II.- Que, en consecuencia, siendo la hoja de vida requerida un documento 

relativo a las plantas o dotaciones de la Armada, de acuerdo al artículo 436 N° 1 

del Código de Justicia Militar, la información que contiene es secreta, por el sólo 

ministerio de la ley, sin que ni el CPLT ni la judicatura puedan ni deban decidir qué 

información relativa a estos temas es realmente reservada y cual no: es la ley la 

que ha establecido la reserva, ley que es de quórum calificado para estos efectos 

porque la Constitución Política de la República así lo establece en su disposición 

cuarta transitoria -y da igual si tal carácter lo es “ficto” o no, categoría que, en todo 

caso es una elaborada por el CPLT-, y por lo tanto, se da en la especie un caso de 

excepción que el ordenamiento jurídico ha previsto respecto del principio general  

por el cual los actos de la Administración son públicos. Cabe señalar que el CPLT 

entrega  argumentos  relativos  al  encabezado  de la  norma del  artículo  436  del 

Código de Justicia Militar pero olvida que la misma refiere que “entre otros” son 

secretos los que indica en su número 1, de manera que ninguna elucubración 

debe hacerse más que comprobar si una hoja de vida de un funcionario de una 

institución militar está o no comprendida en aquellos mencionados en el N° 1 del 

citado texto legal y obviamente lo está, pues es uno relativo a la planta o dotación 

del personal de la Armada.

III.- Que debe reiterarse que es improcedente y contrario a la ley el hecho 

que el CPLT señale que no basta la existencia e invocación de una norma a la que 

se le atribuya el carácter de ley de quórum calificado para dar por configurada la 

causal de reserva del artículo 21 N° 5 de la LT si la publicidad no afecta alguno de 

los  bienes  jurídicos  señalados  en  el  inciso  segundo  del  artículo  8°  de  la 

Constitución Política de la República, pues es evidente que sí basta, que ninguna 

norma ha entregado  al  CPLT o  a  los  tribunales  la  facultad  de decidir  cuándo 

cumplir  con  una  disposición  legal  de  quórum  calificado  y  cuándo  no,  que  no 

existen las normas de quórum calificado fictas o no fictas: son o no son de quórum 

calificado y la distinción que hace el CPLT es contraria a derecho.  Del  mismo 

modo,  el  CPLT  afirma que “la  interpretación  que postula  la  Armada de Chile, 

conlleva un problema de constitucionalidad en la aplicación del artículo 436 del 

Código de Justicia Militar…”, lo que por cierto no deja de ser una opinión sobre el 

tema que es fácilmente rebatible pero que, en todo caso, si hay tal problema de 
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constitucionalidad, en ningún caso puede el CPLT dejar de aplicar la ley ordinaria 

pues, al igual que todos los órganos de la Administración, ha de estarse a lo que 

regulan los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República y hacer sólo 

aquello  que el  ordenamiento  le  permite,  para  lo  cual,  precisamente,  basta,  es 

suficiente, que la ley señale que tal o cual información es secreta y, al no respetar 

dicha legislación, ciertamente el CPLT ha cometido una ilegalidad que debe ser 

reparada  a  través  de  la  reclamación  deducida  por  la  Armada.  E  iniciado  el 

procedimiento ante esta Corte, es el Tribunal Constitucional el único órgano que 

puede  decidir  la  inaplicabilidad  de  una  norma  legal  por  ser  contraria  a  la 

constitución, de acuerdo al N° 6° del artículo 93 del texto fundamental. 

IV.-  Que siendo reservada la información contenida en la aludida hoja de 

vida en virtud del N° 5 del artículo 21 de la LT, por haber norma legal expresa -de 

quórum calificado- que así lo dispone, y sin que el CPLT tenga la atribución de 

decidir por sí y ante sí qué información de aquella mencionada en el artículo 436 

del Código de Justicia Militar puede revelarse y cual no, pues con ello conculca la 

regla básica del derecho público que contienen los artículos 6° y 7° de la Carta 

Fundamental, opina el disidente que debe acogerse la reclamación de la Armada.

Redacción del Ministro señor Mera.

No firma la Ministra señora Leyton, no obstante haber concurrido a la vista 

de la causa y al acuerdo, por ausencia.

Regístrese y comuníquese.

189-2019.
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Pronunciado por la Cuarta Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministro Juan Cristobal Mera M. y Fiscal Judicial

Raul Gregorio Trincado D. Santiago, veinte de noviembre de dos mil veinte.

En Santiago, a veinte de noviembre de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Santiago, veinte de noviembre de dos mil veinte.

VISTOS Y TENIENDO PRESENTE:

PRIMERO:  Que doña Ruth Israel  López,  Abogado Procurador  Fiscal  de 

Santiago  del  Consejo  de  Defensa  del  Estado,  por  la  Armada de  Chile,  todos 

domiciliados  en  Agustinas  N°  1687,  comuna  y  ciudad  de  Santiago,  deduce 

reclamo de ilegalidad en contra del Consejo para la Transparencia (en adelante 

CPLT), representado por su directora general doñas Andrea Ruiz Rosas, ambos 

domiciliados en calle Morandé N° 360, piso 7, comuna y ciudad de Santiago, por 

haber  dictado las  decisiones  de amparo  (DD.  AA.)  roles  C2948-19,  C2949-19, 

C2951-19, C2953-19 y C2954-19, adoptadas por su Consejo Directivo en sesión 

ordinaria N° 1043 de 28 de octubre de 2019. Expone lo siguiente:

1.- Se acogió totalmente por el CPLT el amparo deducido por don Javier  

Morales Valdés, quien no proporcionó su domicilio en su petición de información a 

la  Armada  señalando  para  fines  de  su  notificación  únicamente  el  correo 

electrónico javiermvaldes@icloud.com, disponiendo en definitiva hacer entrega al 

reclamante de la hoja de vida de los ex comandantes en jefe de la institución, 

almirantes  señores  Jorge  Arancibia  Reyes,  Miguel  Ángel  Vergara  Villalobos, 

Rodolfo  Codina  Diez,  Edmundo González  Robles  y  Enrique Larrañaga  Martin, 

previa reserva de los datos personales que indica, tales como “número de cédula 

de identidad, domicilio particular, fecha de nacimiento, fotografía del funcionario, 

peso y altura, como también los referidos a las patologías médicas que afectaren o 

pudieren  haber  afectado  al  funcionario  y  aquellos  referidos  a  la  religión  que 

profesa, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 2° letras f) y g) y 4° de la 

ley 19.628, sobre protección a la vida privada. Asimismo, se deberán tarjar  las 

sanciones efectivamente prescritas o cumplidas, de acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo 21 de la misma ley. Conjuntamente con ello se deberá tarjar los datos de 

su cónyuge”.

2.- Mediante el oficio que indica, la Armada dio respuesta al requirente de 

información, señalándole que de acuerdo al artículo 20 de la Ley de Transparencia 

(LT) dio traslado a los citados ex comandantes en jefe de la Armada, los que se 

opusieron a la entrega de sus respectivas de hojas de vida, pues se vulneraba su 

derecho fundamental consagrado en el N° 4° del artículo 19 de la Constitución 

Política de la República y en la ley 19.628;  asimismo, argumentaron secreto o 

reserva militar.

3.- El señor Javier Morales Valdés reclamó de estas negativas ante el CPLT 

mediante cinco amparos, roles C2948-19, C2949-19, 2951-19. C2953-19 y C2954-

19 que se tramitaron de manera acumulada, que se resolvieron de la manera ya 

descrita.
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4.-  Alega  la  Armada  la  procedencia  de  las  causales  de  reserva 

contempladas en los números 3 y 5 del artículo 21 de la LT, en relación con el  

artículo 436 del Código de Justicia Militar y el artículo 34 letras a) y b) de la ley  

20.424. Refiere que el artículo 101 de la carta fundamental dispone que las FF. 

AA. Y Carabineros, como cuerpos armados, son esencialmente obedientes y no 

deliberantes  y  que  como  dependientes  de  los  ministerios  encargados  de  la 

defensa  nacional  y  de  la  seguridad  públicas  son,  además,  profesionales, 

jerarquizadas y disciplinadas. Las causales esgrimidas, las de los números 3 y 5 

del artículo 21 de la LT, las relaciona con el artículo 436 del Código de Justicia 

Militar, que entiende secretos aquellos documentos cuyo contenido se relaciona 

dictantemente con la seguridad del Estado, la defensa nacional o el orden público 

interior o la seguridad de las personas y, entre otros, los relativos a las plantas o 

dotaciones  y  a  la  seguridad  de  las  instituciones  de  las  Fuerzas  Armadas  o 

Carabineros de Chile y de su personal. Esta norma es una excepción al principio 

de publicidad de los actos públicos del artículo 8° de la Constitución Política de la 

República pues forma parte de una ley que tiene el carácter de quórum calificado, 

según lo dispone el artículo 4° transitorio de la carta fundamental, en relación con 

el  artículo  1°  transitorio  de la  ley  20.285.  Las  hojas  de vida forman parte  del 

sistema de calificación y proceso de selección de las instituciones armadas, lo que 

se ejecuta en sesiones que son secretas que constan en actas que tienen este 

mismo carácter. 

5.- También esgrime la concurrencia de la causal de reserva contemplada 

en los números 2 y 5 del artículo 21 de la LT con relación a lo dispuesto en el  

artículo  19.628 y  en  el  N°  4°  del  artículo  19  de la  Constitución  Política  de la 

República. 

Pide  se  acoja  el  reclamo  de  ilegalidad  en  contra  de  las  DD.  AA 

mencionadas, se las deje sin efecto y se declare que la Armada actuó conforme a 

derecho al negar el acceso a la información solicitada.

SEGUNDO: Que informa el COLT del siguiente modo:

1.-  Indica que las DD.  AA. C2948-19,  C2949-19,  C2951-19,  C2953-19 y 

C2954-19  se  han  dictado  con  estricto  apego  a  su  competencia,  resolviendo 

fundadamente  los  amparos  por  denegación  de  acceso  a  la  información  y 

pronunciándose sobre todas las cuestiones alegadas por la armada. 

2.- Sostiene que las hojas de vida de los ex funcionarios de las FF. AA. no 

son reservadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 34 letras a) y b) de la ley 

20.424.  Indica  que  la  norma  en  comento  dispone:  “Los  actos  y  resoluciones 

presupuestarios de la defensa nacional son públicos”.
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“Los  fundamentos  de  los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la 

defensa  nacional,  incluidos  los  que  acompañan  el  proyecto  de  Ley  de 

Presupuestos del Sector Público, serán secretos o reservados en todo lo relativo 

a: a) Planes de empleo de las Fuerzas Armadas. b) Estándares en los que operan 

las Fuerzas Armadas”

3.- Sostiene que el CPLT ha precisado el sentido y alcance de esta norma, 

a partir de las decisiones de amparo roles C349-11 y C536-11, razonando que 

debe dársele  una interpretación  restrictiva,  al  tratarse  de una limitación  de un 

derecho constitucional, estimando que ninguna de estas hipótesis legales resultan 

aplicables a la información referida a las hojas de vida de ex funcionarios de la 

Armada, ya que dicha información en ningún caso dice relación con fundamentos 

de los actos y resoluciones presupuestarios de la defensa, ni revelan los planes de 

empleo de las Fuerzas Armadas o los estándares con que éstas operan. Afirma 

que  la  información  contenida  en  las  hojas  de  vida  y  calificaciones  de  ex 

funcionarios públicos es pública en virtud de lo dispuesto en los artículos 5°, 10° y 

11 letra c) de la LT y al artículo 8° de la Constitución Política de la República, ya 

que versa sobre su carrera funcionaria, su calificación y desempeño en el ejercicio 

de las funciones para las cuales fueron contratados, sirviendo su contenido de 

fundamento  para  la  adopción  de  decisiones  en  los  respectivos  procesos 

calificatorios. Se remite a la definición de hoja de vida que establece el artículo 79 

del decreto con fuerza de ley N° 1 de 1997 del Ministerio de Defensa Nacional 

como el “documento que contiene un registro cronológico de todas las actuaciones 

del  personal  que  incidan  directamente  en  su  desempeño  durante  el 

correspondiente  período  de  calificación.  En  ella  se  efectuarán  tanto  las 

anotaciones de mérito como de demérito que lo afecten, como asimismo las que 

correspondan a su vida funcionaria, tales como, feriados, licencias, comisiones de 

servicio,  resoluciones  recaídas  por  investigaciones  sumarias  administrativas  y 

sentencias definitivas en causas civiles y criminales. Podrá contemplar también 

todo  otro  antecedente  que  se  considere  útil  para  la  posterior  evaluación  del 

personal,  siempre que corresponda al  período de calificación de que se trate”. 

Indica  que,  conforme  esta  definición,  el  CPLT  concluyó  que  la  información 

requerida  obra  en  poder  de  la  Armada  de  Chile  y  ha  sido  elaborada  con  el 

propósito de que dicha institución pueda contar con un insumo para evaluar el 

desempeño de sus funcionarios,  concluyendo que las hojas de vida de los ex 

comandantes  en  jefe  ya  dichos  contienen  información  que  se  refieren 

específicamente  a  su  evaluación  de  desempeño,  ciertas  anotaciones  de  sus 

superiores jerárquicos, así como apreciaciones sobre la ejecución de las tareas 

inherentes  a  los  cargos  que  desempeñaron  mientras  estuvieron  sujetos  a 
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calificación.  Relaciona  este  concepto  con  el  contenido  del  artículo  8°  de  la 

Constitución Política de la República y de los artículos 5°, 10 y 11 letra c) de la LT,  

para concluir que la hoja de vida de los ex funcionarios consultados obra en poder 

de un órgano de la Administración  del  Estado,  fue elaborada con presupuesto 

público  y  ha  servido  de  fundamento  de  resoluciones  o  actos  administrativos 

dictados por la Armada de Chile en los respectivos procesos calificatorios a los 

que fueron  sometidos  los  ex  comandantes  en  jefes  aludidos  a  lo  largo de su 

carrera funcionaria,  por lo que constituye información que tiene el   carácter  de 

pública, salvo que concurra a su respecto alguna causal legal de reserva, lo que 

no sucede en este caso.

4.- Argumenta que no basta la existencia e invocación de una norma a la 

que  se  le  atribuya  el  carácter  de  ley  de  quórum  calificado  que  establezca  el 

secreto de ciertos antecedentes para dar por configurada la causal de reserva del 

artículo 21 Nº 5 de la LT, si la publicidad no afecta alguno de los bienes jurídicos  

señalados en el  inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política de la 

República. Específicamente, sostiene que la alegación de tener la hoja de vida de 

los funcionarios carácter  secreto,  conforme al  artículo 436 N° 1 del  Código de 

Justicia Militar, no puede entenderse configurada con la sola cita de la norma, sin 

antecedentes que le den sustento, argumentando que en la configuración como 

causal de excepción a la publicidad, necesariamente debe evaluarse en cada caso 

concreto la afectación de que se trata, y en el caso puntual verificar si se afecta el  

bien jurídico que se relaciona con la causal de reserva invocada. La interpretación 

de la Armada de Chile,  al  sostener  que la norma establece la reserva  ciertos 

antecedentes,  por  el  sólo  hecho  que  su  contenido  “se  relacione”  con  un 

determinado  bien  jurídico,  pugna  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  8°  de  la 

Constitución Política de la República, que exige que la publicidad de lo requerido 

“afecte” el debido cumplimiento de las funciones del órgano, los derechos de las 

personas,  la  seguridad  nacional  o  el  interés  nacional,  y  no  solamente  que  el 

documento se refiera a ellos o se relacione con éstos

5.-  Expresa  que la  Armada de Chile  carece  de legitimación  activa  para 

invocar la causal de reserva del artículo 21 N° 2 de la LT, por cuanto los terceros 

fueron notificados en todas las etapas del procedimiento y decidieron no reclamar 

de ilegalidad.

6.-  Sostiene,  además,  que  la  publicidad  de  las  hojas  de  vida  de  ex 

funcionarios públicos no se encuentra comprendida en la hipótesis de reserva del 

artículo 21 N° 2 de la LT,  por cuanto se relaciona con el  cumplimiento de los 

principios de probidad y transparencia,  aplicable a quienes se desempeñan en 

órganos  públicos  o  en  aquellos  creados  para  el  cumplimiento  de  funciones 
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administrativas. Cita el contenido de los artículos 3° y 4° de la LT, en relación al 

artículo 8° inciso primero de la Constitución Política de la República para concluir 

que  la  información  ordenada  proporcionar  al  solicitante  es  una  directamente 

relacionada  con  el  ejercicio  de  la  función  pública  que  desempeñaron  los 

comandantes en jefe referidos, que permite verificar o conocer sus actuaciones 

funcionarias y su carrera en la institución, la que al estar contenida en la hojas de 

vida denegadas por la Armada, es información esencialmente pública, producida y 

almacenada por un órgano de la Administración con motivo de la verificación del 

cumplimiento de obligaciones funcionarias, que no revela ni contiene ningún tipo 

de  información  que  pudiera  afectar  la  vida  privada  o  la  intimidad  de  los  ex 

funcionarios.

7.- Manifiesta que la decisión recurrida no vulnera el derecho al respeto y 

protección de la vida privada y la protección de datos personales, consagrado en 

la ley 19.628 y el artículo 19 N° 4° de la carta fundamental, ya que la reclamante 

no ha probado  la  necesaria  vinculación  entre  la  revelación  de los  datos  cuya 

publicidad se pretende impedir y la afectación presente, probable y específica al 

derecho a la  vida privada y  la  protección  de datos  personales  alegada.  En el  

presente caso, la información requerida no puede ser, bajo ningún punto de vista,  

calificada  como  datos  sensibles,  por  cuanto  únicamente  permiten  vincular  los 

nombres de ex funcionarios de la Armada de Chile con la historia sobre parte de 

sus carreras y desempeño funcionario, no existiendo ninguna vinculación con su 

intimidad.

8.- Explica que las DD. AA. reclamadas no resultan ilegales al disponer la 

entrega de las hojas de vida solicitadas, ya que la publicidad de dicha información 

no afecta la seguridad de la nación. La Armada de Chile funda esta alegación en 

que  dichos  datos  se  refieren  a  información  relacionada  a  la  preparación  y 

capacitación  militar,  la  cual  se  debe  reservar  incluso  después  del  retiro  del 

funcionario, ya que revelarla afectaría los objetivos de las FF. AA., como son, la 

defensa de la patria y la seguridad nacional. Sin embargo, dichos antecedentes no 

quedan  comprendidos  dentro  de  lo  que  se  ha  entendido  por  seguridad  de  la 

nación, por tratarse de información que no se encuentra directamente relacionada 

con  las  actividades  de  seguridad  y  defensa  del  país,  ni  revelan  estrategias 

militares  ni  tampoco  ponen  en  riesgo  la  defensa  de  la  patria  ni  la  integridad 

territorial ni la preservación del orden institucional de la república, por lo que su 

publicidad no tiene la potencialidad de provocar una afectación presente, probable 

y específica a la seguridad de la nación, en tanto bien jurídico protegido por el  

inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República.

Pide rechazar el reclamo de ilegalidad.
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TERCERO: Que debe recordarse que las DD. AA. roles C2948-19, C2949-

19,  C2951-19,  C2953-19  y  C2954-19  del  CPLT  acogieron  el  amparo  por 

denegación de acceso a la información en contra de la Armada deducido por el 

señor  Javier  Morales  Valdés ordenando entregarle  “…las hojas  de vida de los 

almirantes  en  retiro  señores  Miguel  A.  Vergara  Villalobos,  Edmundo González 

Robles, Rodolfo Codina Díaz, Jorge Arancibia Reyes y Enrique Larrañaga Martin”, 

debiendo  el  órgano  tarjar,  única  y  exclusivamente,  los  datos  personales  de 

contexto  que  pudieran  estar  contenidos  en  la  documentación  requerida,  tales 

como el número de cédula de identidad, domicilio particular, fecha de nacimiento, 

nacionalidad, estado civil, teléfono y correo electrónico particular, entre otros, en 

virtud de lo dispuesto en la ley N° 19.628, los datos sensibles, en virtud de lo 

expuesto en el artículo 10° de la citada ley, y las sanciones prescritas o cumplidas 

anotadas en la hoja de vida, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 21 de 

dicha ley. Iniciado el proceso administrativo ante el CPLT, se notificó nuevamente 

a  los  ex  comandantes  en  jefe,  confiriéndoles  traslado  para  que  hicieran  las 

alegaciones que estimaren pertinentes, reiterando estos funcionarios su oposición 

ya manifestada a la Armada en su oportunidad. Sin embargo, dictadas las DD. AA. 

mencionadas por las cuales se acogieron los amparos por denegación de acceso 

a  la  información  en  los  términos  transcritos,  los  ex  funcionarios  no  dedujeron 

reclamo de ilegalidad, sólo lo hizo la Armada a través del Consejo de Defensa del 

Estado.

CUARTO: Que lo primero que debe dilucidar esta Corte es la legitimación 

de la Armada para accionar en autos invocando la causal de reserva del N° 2 del 

artículo 21 de la LT, teniendo presente que las hojas de vida cuya publicidad se 

pide se refieren a los almirantes y ex comandantes en jefe de esa institución de las 

Fuerzas Armadas señores  Miguel Ángel Vergara Villalobos, Edmundo González 

Robles, Rodolfo Codina Díaz, Jorge Arancibia Reyes y Enrique Larrañaga Martin, 

personas que fueron notificadas en el procedimiento administrativo ante el CPLT, 

oponiéndose a la entrega de la información, de modo que conforme a los artículos 

20  y  25  de  la  LT,  una  vez  ejercido  el  derecho  a  oposición  por  los  terceros 

afectados, el órgano de la Administración de que se trata -en este caso la Armada- 

queda impedido de entregar la información, salvo decisión en contrario del CPLT, 

caso este último en que la Armada no puede accionar de ilegalidad en contra de la 

decisión en virtud de la causal del N° 2 del artículo 21 de la LT, facultad que sí 

tienen  los  terceros,  y  que  en  el  caso  sub  judice  no  ejercieron.  La  causal  en 

comento, la del N° 2 del artículo 21 de la LT, señala que: “Las únicas causales de 

secreto o reserva en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el acceso a 

la  información,  son  las  siguientes:  2.  Cuando  su  publicidad,  comunicación  o 
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conocimiento afecte los derechos de las personas, particularmente tratándose de 

su  seguridad,  su  salud,  la  esfera  de  su  vida  privada  o  derechos  de  carácter 

comercial o económico”, norma que debe vincularse con la garantía del número 4° 

del  artículo  19  de  la  Constitución  Política  de  la  República:  “La  Constitución 

asegura a todas las personas: 4° El respeto y protección a la vida privada y a la 

honra  de  la  persona  y  su  familia,  y  asimismo,  la  protección  de  sus  datos 

personales. El tratamiento y protección de estos datos se efectuará en la forma y 

condiciones que determine la ley”.

QUINTO:  Que,  así,  y  tal  como  sostuvo  esta  Corte  de  Apelaciones  en 

sentencia de catorce de enero de dos mil diecinueve, dictada en la causa rol 362-

2018  -contencioso  administrativo-,  los  únicos  afectados,  entonces,  con  la 

publicidad de la hoja de vida son los respectivos oficiales, los que, de acuerdo al 

artículo 20 de la LT, fueron emplazados en el procedimiento administrativo ante el 

CPLT y  se  opusieron  a  la  entrega  de la  información,  absteniéndose luego de 

reclamar de las DD. AA. tantas veces mencionadas, pudiendo hacerlo de acuerdo 

a lo que señala el inciso tercero del artículo 28 de la LT, a saber, “El afectado 

también podrá reclamar de la resolución del Consejo ante la Corte de Apelaciones 

respectiva,  cuando la causal invocada hubiere sido la oposición oportunamente 

deducida por el titular de la información, de conformidad con el artículo 20”. Cabe 

consignar que el adverbio “también” que emplea la norma citada no significa que 

el  órgano  de la  Administración  -la  Armada en  estos  autos-  pueda  argüir  esta 

causal,  sino  que,  al  revés,  el  tercero  que  se  dice  afectado  es  quien  tiene  el 

derecho a reclamar de ilegalidad en contra de la DA, atendido precisamente el 

hecho de ser el titular de los derechos que, en su concepto, se verían conculcados 

con la publicidad de la información.

SEXTO: Que bien señala el CPLT que la Armada no puede actuar como 

una especie de “agente oficioso” de aquellos terceros cuyos datos consignados en 

las hojas de vida respectivas se pide hacer pública y no puede concurrir a esta 

sede judicial pretendiendo una declaración de ilegalidad de las DD. AA. del CPLT 

invocando una afectación de un derecho ajeno, de terceras personas, como lo son 

los ex comandantes en jefe aludidos, pues así se los debe considerar en estos 

autos desde que, pudiendo hacerlo, no dedujeron reclamo de ilegalidad; y sólo el 

titular del derecho que se dice vulnerado es quien puede hacer tal reclamo. 

SÉPTIMO:  Que  tal  como lo  sostiene  el  CPLT,  no  basta  la  existencia  e 

invocación de una norma de quórum calificado para dar por configurada la causal  

de reserva del N° 5 del artículo 21 de la LT y, entonces, habrá que determinarse,  

en cada caso, si la publicidad afecta o no el bien jurídico que se intenta proteger 

con la norma. En este caso, el artículo 436 del Código de Justicia Militar establece 

H
C

B
Z

H
X

M
JT

Y



un  caso  de  reserva  de  la  información  relativa  a  aquellos  documentos  cuyo 

contenido  se  relaciona  directamente  con  la  seguridad  del  estado,  la  defensa 

nacional, el orden público interior o la seguridad de las personas “y entre otros: 1.- 

Los relativos a las Plantas de dotaciones y a la seguridad de las instituciones de 

las Fuerzas Armadas o de Carabineros de Chile y de su personal,…” y, entonces,  

habrá que determinar si una hoja de vida de un funcionario en retiro se relaciona 

directamente con la seguridad del Estado, la defensa nacional, el orden público 

interior o la seguridad de las personas.

OCTAVO: Que la Armada no ha entregado ningún antecedente que permita 

sostener que la entrega de las aludidas hojas de vida de los ex comandantes en 

jefe de aquella institución,  almirantes  señores Miguel  Ángel  Vergara Villalobos, 

Edmundo  González  Robles,  Rodolfo  Codina  Díaz,  Jorge  Arancibia  Reyes  y 

Enrique Larrañaga Martin tiene alguna afectación en la seguridad del Estado, la 

defensa  nacional,  el  orden  público  interior  o  la  seguridad  de  las  personas  y 

tampoco ha ligado la causal de reserva con una efectiva afectación de alguno de 

los bienes jurídicos expresados en el artículo 8° de la Constitución Política de la 

República, debiendo repetirse que la norma del artículo 436 del Código de Justicia 

Militar  exige que el  documento cuya reserva establece debe estar  “relacionado 

directamente” con dichos bienes jurídicos.

NOVENO: Que la norma de las letras a) y b) del artículo 34 de la ley 20.424 

no contempla ninguna causal de reserva o secreto respecto de las hojas de vida 

de los funcionarios y baste su temor literal para arribar a tal conclusión. En efecto, 

señala esta disposición: 

“Los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la  defensa  nacional  son 

públicos”.

“Los  fundamentos  de  los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la 

defensa nacional, incluidos los que acompañan el proyecto de Ley de Presupuesto 

del Sector Público, serán secretos o reservados en todo lo relativo a:

a) Planes de empleo de las Fuerzas Armadas.

b) Estándares en los que operan las Fuerzas Armadas”.

Claramente la hoja de vida de un miembro de la Armada nada tiene que ver 

con los fundamentos de los actos y resoluciones presupuestarias de la defensa 

nacional. 

DÉCIMO: Que en cuanto a la causal del N° 3 del artículo 21 de la LT,  dicha 

norma  consigna  que  es  causal  de  reserva  o  secreto  “Cuando  (la  información 

pedida)  su  publicidad,  comunicación  o  conocimiento  afecte  la  seguridad  de la 

Nación, particularmente si  se refiere a la defensa nacional o la mantención del 

orden público o la seguridad pública”, de suerte que procede ver si la publicidad de 
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las hojas de vida de los ex comandantes en jefe de la Armada, almirantes señores 

Miguel  Ángel  Vergara  Villalobos,  Edmundo  González  Robles,  Rodolfo  Codina 

Díaz, Jorge Arancibia Reyes y Enrique Larrañaga Martin afecta o no la seguridad 

nacional,  concepto  este  último  que  si  bien  no  está  definido  en  la  ley,  puede 

resumirse como un bien jurídico que tiende a la preservación de la independencia 

e  integridad  de  la  República  y  de  sus  instituciones,  ante  ataques  externos  o 

internos. Luego, la pregunta que debe responderse esta Corte es la siguiente: ¿la 

publicidad de la hoja de vida de un comandante en jefe de la Armada, hoy retirado, 

-eliminados los antecedentes personales que ya se indicaron-,  atenta contra la 

seguridad de la nación? 

UNDÉCIMO:  Que  la  información  que  dan  cuenta  dichas  hojas  de  vida 

-eliminados o borrados los antecedentes personales a los que antes se ha hecho 

referencia-  consiste,  precisamente,  en  las  evaluaciones  del  respectivo  oficial, 

anotaciones y apreciaciones de sus superiores jerárquicos y destinaciones dentro 

de la institución, esto es, no hay ningún dato que pueda significar la revelación de 

estrategias  militares,  tales  como  mecanismos  de  defensa  ante  agresiones 

enemigas,  o el  diseño o modo de uso de determinadas armas,  ni  se pone en 

riesgo la integridad territorial ni institucional del país, ni tampoco queda en peligro 

la defensa de la patria frente a la agresión externa o interna. Cabe consignar que 

si bien en las hojas de vida constan los cursos aprobados por los funcionarios, no 

aparecen, por cierto, los contenidos de los mismos.

DUODÉCIMO:  Que  todo  lo  anterior  llevará  al  rechazo  del  reclamo  de 

ilegalidad.

Y  visto,  además,  lo  dispuesto  en  el  artículo  30  de  la  ley  20.285,  se 

desestima el reclamo de ilegalidad deducido por la Armada de Chile en contra de 

las  Decisiones  de  Amparo  roles  C2948-19,  C2949-19,  C2951-19,  C2953-19  y 

C2954-19 del Consejo para la Transparencia, sin costas.

Acordado con el voto en contra del Ministro señor Mera, quien estuvo por 

acoger el reclamo de ilegalidad de la Armada, por la causal del N° 5 del artículo 21  

de  la  LT  y,  en  consecuencia,  dejar  sin  efecto  las  mencionadas  DD.  AA  y 

desestimar la petición del señor Javier Morales Valdés. Tuvo presente para ello:

I.-  Que el N° 5 del artículo 21 de la ley 20.285 señala que: “Las únicas 

causales  de  secreto  o  reserva  en  cuya  virtud  se  podrá  denegar  total  o 

parcialmente el acceso a la información, son las siguientes: 5. Cuando se trate de 

documentos,  datos  o  informaciones  que  una  ley  de  quórum  calificado  haya 

declarado  reservados  o  secretos,  de  acuerdo  a  las  causales  señaladas  en  el 

artículo 8º de la Constitución Política”.  Por su parte,  el  inciso segundo de esta 

última norma refiere que “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del 
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Estado,  así  como  sus  fundamentos  y  los  procedimientos  que  utilicen.  Sin 

embargo,  sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o 

secreto de  aquéllos  o  de  éstos,  cuando  la  publicidad  afectare  el  debido 

cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la 

seguridad de la Nación o el  interés nacional”,  lo que debe concordarse con la 

disposición cuarta transitoria del  mismo texto constitucional: “Se entenderá que 

las leyes actualmente en vigor sobre materias que conforme a esta Constitución 

deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o aprobadas con quórum 

calificado,  cumplen estos  requisitos  y  seguirán aplicándose en lo que no sean 

contrarias a la Constitución, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos 

legales”. Finalmente, el artículo 436 N° 1 del Código de Justicia Militar dispone lo 

que sigue: “Se entiende por documentos secretos aquellos cuyo contenido se 

relaciona directamente con la seguridad del Estado, la Defensa nacional, el orden 

público interior o la seguridad de las personas y entre  otros: 1.- Los relativos a 

las Plantas o dotaciones y a la seguridad de las instituciones de las Fuerzas 

Armadas o de Carabineros de Chile y de su personal”. 

II.-  Que,  en  consecuencia,  siendo  las  hojas  de  vida  requeridas  un 

documento relativo a las plantas o dotaciones de la Armada, de acuerdo al artículo 

436 N° 1 del Código de Justicia Militar, la información que contienen es secreta,  

por el sólo ministerio de la ley, sin que ni el CPLT ni la judicatura puedan ni deban 

decidir qué información relativa a estos temas es realmente reservada y cual no: 

es la ley la que ha establecido la reserva, ley que es de quórum calificado para 

estos efectos porque la Constitución Política de la República así lo establece en su 

disposición cuarta transitoria -y da igual si tal carácter lo es “ficto” o no, categoría 

que, en todo caso, es una elaborada por el CPLT-, y por lo tanto, se da en la 

especie un caso de excepción que el ordenamiento jurídico ha previsto respecto 

del principio general por el cual los actos de la Administración son públicos. Cabe 

señalar que el CPLT entrega argumentos relativos al encabezado de la norma del 

artículo 436 del Código de Justicia Militar pero olvida que la misma refiere que 

“entre otros” son secretos los que indica en su número 1, de manera que ninguna 

otra elucubración debe hacerse más que comprobar si una hoja de vida de un 

funcionario  de  una  institución  militar  está  o  no  comprendida  en  aquellos 

mencionados en el N° 1 del citado texto legal y en el caso sub lite obviamente lo 

está, pues es uno relativo a la planta o dotación del personal de la Armada.

III.- Que debe reiterarse que es improcedente y contrario a la ley el hecho 

que el CPLT señale que no basta la existencia e invocación de una norma a la que 

se le atribuya el carácter de ley de quórum calificado para dar por configurada la 

causal de reserva del artículo 21 N° 5 de la LT si la publicidad no afecta alguno de 
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los  bienes  jurídicos  señalados  en  el  inciso  segundo  del  artículo  8°  de  la 

Constitución Política de la República, pues es evidente que sí basta, que ninguna 

norma ha entregado  al  CPLT o  a  los  tribunales  la  facultad  de decidir  cuándo 

cumplir  con  una  disposición  legal  de  quórum  calificado  y  cuándo  no,  que  no 

existen las normas de quórum calificado fictas o no fictas: son o no son de quórum 

calificado y la distinción que hace el CPLT es contraria a derecho.  Del  mismo 

modo,  el  CPLT  afirma que “la  interpretación  que postula  la  Armada de Chile, 

conlleva un problema de constitucionalidad en la aplicación del artículo 436 del 

Código de Justicia Militar…”, lo que por cierto no deja de ser una opinión sobre el 

tema que es fácilmente rebatible pero que, en todo caso, si hay tal problema de 

constitucionalidad,  de  ninguna  manera  puede  el  CPLT  dejar  de  aplicar  la  ley 

ordinaria pues, al igual que todos los órganos de la Administración, ha de estarse 

a lo que regulan los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República y  

hacer sólo aquello que el ordenamiento le permite,  para lo cual,  precisamente, 

basta, es suficiente, que la ley señale que tal o cual información es secreta y, al no 

respetar dicha legislación, ciertamente el  CPLT ha cometido una ilegalidad que 

debe ser reparada a través de la reclamación deducida por la Armada. E iniciado 

el procedimiento ante esta Corte, es el Tribunal Constitucional el único órgano que 

puede  decidir  la  inaplicabilidad  de  una  norma  legal  por  ser  contraria  a  la 

Constitución, de acuerdo al N° 6° del artículo 93 del texto fundamental. 

IV.- Que siendo reservada la información contenida en las aludidas hojas de 

vida en virtud del N° 5 del artículo 21 de la LT, por haber norma legal expresa -de 

quórum calificado- que así lo dispone, y sin que el CPLT tenga la atribución de 

decidir por sí y ante sí qué información de aquella mencionada en el artículo 436 

del Código de Justicia Militar puede revelarse y cual no, pues con ello conculca la 

regla básica del derecho público que contienen los artículos 6° y 7° de la Carta 

Fundamental, opina el disidente que debe acogerse la reclamación de la Armada.

Redacción del Ministro señor Mera.

No firma la Ministra señora Leyton, no obstante haber concurrido a la vista 

de la causa y al acuerdo, por ausencia.

Regístrese y comuníquese.

593-2019.
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Raul Gregorio Trincado D. Santiago, veinte de noviembre de dos mil veinte.

En Santiago, a veinte de noviembre de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Santiago, veinte de noviembre de dos mil veinte.

VISTOS Y TENIENDO PRESENTE:

PRIMERO: Que compareció doña Ruth Israel López, Abogada Procurador 

Fiscal de Santiago, del Consejo de Defensa del Estado, por la Armada de Chile, 

todos domiciliados en calle Agustinas N° 1687, comuna y ciudad de Santiago y 

dedujo reclamo de ilegalidad en contra del  Consejo para la Transparencia (en 

adelante  “CPLT”),  representada  por  don  Jorge  Jaraquemada  Roblero,  ambos 

domiciliados en calle Morandé N° 360, piso 7, comuna y ciudad de Santiago, por 

su  Decisión  de Amparo  (en  adelante  “DA”)  rol  C1865-19-19,  adoptada  por  su 

Consejo Directivo en sesión ordinaria N° 1060 de 26 de diciembre de 2019 en 

cuya  virtud  se  acogió  el  amparo  por  denegación  de  acceso  a  la  información 

deducido por don Javier Morales Valdés y ordenó a la Armada hacer entrega al 

reclamante de copia de la hoja de vida del contralmirante don Carlos Huber Vio, 

previa reserva de los datos que allí se indican. Funda su reclamo en los siguientes 

antecedentes:

1.- El particular don Javier Morales Valdés requirió de la Armada de Chile, 

mediante Solicitud de Acceso a la Información Pública, que se le proporcionara la 

hoja de vida del contralmirante señor Carlos Huber Vio. La Armada, por oficio de 5 

de marzo de 2019,  respondió indicando que,  en atención a lo dispuesto en el  

artículo 20 de la Ley de Transparencia (en adelante “LT”) y a que la información 

requerida se refiere a documentos o antecedentes cuya entrega puede afectar los 

derechos  del  aludido  contralmirante  la  institución  lo  notificó  de  la  solicitud  de 

información, con el fin de que manifestara su conformidad u oposición a la entrega 

de lo solicitado. El mencionado contralmirante se opuso a la solicitud del señor 

Morales  Valdés  argumentando,  en  resumen,  que  los  documentos  requeridos 

contienen información tanto profesional militar como personal y familiar, datos que 

podrían ser mal utilizados al caer en manos de terceros, lo que vulnera su derecho 

fundamental consagrado en el artículo 19 N° 4° de la Constitución Política de la 

República y en la ley 19.628, sobre protección a la vida privada y que conforme al 

artículo  21  N°  2°  de  la  ley  20.285,  tal  información  no  debe  ser  entregada. 

Asimismo, argumentó secreto o reserva militar.

2.-  La  Armada  de  Chile  informó  al  solicitante  que,  al  existir  oposición 

debidamente justificada en tiempo y forma y según los dispuesto en los artículos 

20 y 21 números 2 y 5 de la LT, con relación al deber de la institución de guardar 

secreto de dichos antecedentes, según lo prescribe el artículo 7 de la ley 19.628, y 

al  párrafo  2.4  de  la  Instrucción  General  N°  10  del  CPLT,  la  institución  se 

encontraba impedida de acceder a lo solicitado.
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3.-  Con fecha 5 de marzo de 2019 el  solicitante dedujo amparo ante el 

CPLT, tramitado bajo el rol C-1865-19, en contra de la respuesta entregada por la 

Armada de Chile. 

4.- La Armada evacuó el traslado conferido solicitando al CPLT acoger sus 

descargos  pero,  mediante  oficio  N°  E9028  de  31  de  diciembre  de  2019,  se 

comunicó  la  DA  rol  C1865-19,  en  la  que,  en  definitiva,  se  acogió  el  amparo 

deducido por  el  señor  Morales,  ordenando al  señor  comandante  en jefe  de la 

Armada de Chile hacer entrega de la referida hoja de vida.

6.-  Señala  la  Armada  la  procedencia  de  la  excepción  objetiva  de 

denegación de información fundada en el artículo 21 números 3 y 5 de la LT. Cita 

al  efecto  el  artículo  436  N°  1°  del  Código  de  Justicia  Militar  como norma de 

quórum calificado, agregando que las hojas de vida forman parte de proceso de 

calificación  y  selección  de  las  instituciones  armadas,  de  modo  que  no  solo 

contienen  información  personal  sino  relativa  a  la  preparación,  capacitación  y 

formación naval del funcionario, su especialidad militar, sus funciones militares, las 

cualidades,  atributos  o  debilidades,  sus  destinaciones  navales  nacionales  o 

internacionales y constancia de cualidades resaltadas.

8.-  Aduce  la  procedencia  de  la  excepción  objetiva  de  denegación  de 

información, fundada en el artículo 21 números 2 y 5 de la LT, por registrarse en 

las hojas de vida información de carácter personal y alguna de carácter sensible, 

todo ello de acuerdo al artículo 19 N° 4° de la Constitución Política de la República 

y al artículo 7 de la ley 19.628. Cita, asimismo, el artículo 34 letras a) y b) de la ley  

20.424.

Pide  se  acoja  su  reclamo  de  ilegalidad  y  se  deje  sin  efecto  la  DA 

impugnada.

SEGUNDO. Que informando el CPLT señala lo que sigue:

1.-  Indica  que  la  DA  C1865-19  se  ha  dictado  con  estricto  apego  a  su 

competencia, resolviendo fundadamente el amparo por denegación de acceso a la 

información y pronunciándose sobre todas las cuestiones alegadas por la armada. 

Sostiene  que  las  hojas  de  vida  de  los  funcionarios  de  las  FF.  AA.  no  son 

reservadas en virtud de lo  dispuesto en el  artículo  34 letras  a)  y  b)  de la  ley 

20.424.  Indica  que  la  norma  en  comento  dispone:  “Los  actos  y  resoluciones 

presupuestarios de la defensa nacional son públicos”.

“Los  fundamentos  de  los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la 

defensa  nacional,  incluidos  los  que  acompañan  el  proyecto  de  Ley  de 

Presupuestos del Sector Público, serán secretos o reservados en todo lo relativo 

a: a) Planes de empleo de las Fuerzas Armadas. b) Estándares en los que operan 

las Fuerzas Armadas”
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2.- Sostiene que el CPLT ha precisado el sentido y alcance de esta norma, 

a partir de las decisiones de amparo roles C349-11 y C536-11, razonando que 

debe dársele  una interpretación  restrictiva,  al  tratarse  de una limitación  de un 

derecho constitucional, estimando que ninguna de estas hipótesis legales resultan 

aplicables  a  la  información  referida  a  las  hojas  de vida  de  funcionarios  de la 

Armada, ya que dicha información en ningún caso dice relación con fundamentos 

de los actos y resoluciones presupuestarios de la defensa, ni revelan los planes de 

empleo de las Fuerzas Armadas o los estándares con que éstas operan. Afirma 

que la información contenida en las hojas de vida y calificaciones de funcionarios 

públicos es pública en virtud de lo dispuesto en los artículos 5°, 10° y 11 letra c) de 

la LT y al  artículo 8° de la Constitución Política de la República, ya que versa 

sobre su carrera funcionaria, su calificación y desempeño en el ejercicio de las 

funciones  para  las  cuales  fueron  contratados,  sirviendo  su  contenido  de 

fundamento  para  la  adopción  de  decisiones  en  los  respectivos  procesos 

calificatorios. Se remite a la definición de hoja de vida que establece el artículo 79 

del decreto con fuerza de ley N° 1 de 1997 del Ministerio de Defensa Nacional 

como el “documento que contiene un registro cronológico de todas las actuaciones 

del  personal  que  incidan  directamente  en  su  desempeño  durante  el 

correspondiente  período  de  calificación.  En  ella  se  efectuarán  tanto  las 

anotaciones de mérito como de demérito que lo afecten, como asimismo las que 

correspondan a su vida funcionaria, tales como, feriados, licencias, comisiones de 

servicio,  resoluciones  recaídas  por  investigaciones  sumarias  administrativas  y 

sentencias definitivas en causas civiles y criminales. Podrá contemplar también 

todo  otro  antecedente  que  se  considere  útil  para  la  posterior  evaluación  del 

personal,  siempre que corresponda al  período de calificación de que se trate”. 

Indica  que,  conforme  esta  definición,  el  CPLT  concluyó  que  la  información 

requerida  obra  en  poder  de  la  Armada  de  Chile  y  ha  sido  elaborada  con  el 

propósito de que dicha institución pueda contar con un insumo para evaluar el 

desempeño  de  sus  funcionarios,  concluyendo  que  la  hoja  de  vida  del 

contralmirante  señor  Carlos  Huber  Vio  contiene  información  que  se  refiere 

específicamente  a  su  evaluación  de  desempeño,  ciertas  anotaciones  de  sus 

superiores jerárquicos, así como apreciaciones sobre la ejecución de las tareas 

inherentes a los cargos que desempeñó mientras estuvo sujeto a calificación en 

los períodos consultados. Relaciona este concepto con el contenido del artículo 8° 

de la Constitución Política de la República y de los artículos 5°, 10 y 11 letra c) de 

la LT, para concluir que la hoja de vida del funcionario consultado obra en poder 

de un órgano de la Administración  del  Estado,  fue elaborada con presupuesto 

público  y  ha  servido  de  fundamento  de  resoluciones  o  actos  administrativos 
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dictados por la Armada de Chile en los respectivos procesos calificatorios a los 

que  fue  sometido  el  contralmirante  señor  Carlos  Huber  Vio,  a  lo  largo  de  su 

carrera funcionaria,  por lo que constituye información que tiene el   carácter  de 

pública, salvo que concurra a su respecto alguna causal legal de reserva, lo que 

no sucede en este caso.

3.- Argumenta que no basta la existencia e invocación de una norma a la 

que  se  le  atribuya  el  carácter  de  ley  de  quórum  calificado  que  establezca  el 

secreto de ciertos antecedentes para dar por configurada la causal de reserva del 

artículo 21 Nº 5 de la LT, si la publicidad no afecta alguno de los bienes jurídicos  

señalados en el  inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política de la 

República. Específicamente, sostiene que la alegación de tener la hoja de vida del 

funcionario carácter secreto, conforme al artículo 436 N° 1 del Código de Justicia 

Militar,  no  puede  entenderse  configurada  con  la  sola  cita  de  la  norma,  sin 

antecedentes que le den sustento, argumentando que en la configuración como 

causal de excepción a la publicidad, necesariamente debe evaluarse en cada caso 

concreto la afectación de que se trata, y en el caso puntual verificar si se afecta el  

bien jurídico que se relaciona con la causal de reserva invocada. La interpretación 

de la Armada de Chile, al sostener que la norma establece la reserva de ciertos 

antecedentes,  por  el  sólo  hecho  que  su  contenido  “se  relacione”  con  un 

determinado  bien  jurídico,  pugna  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  8°  de  la 

Constitución Política de la República, que exige que la publicidad de lo requerido 

“afecte” el debido cumplimiento de las funciones del órgano, los derechos de las 

personas,  la  seguridad  nacional  o  el  interés  nacional,  y  no  solamente  que  el 

documento se refiera a ellos o se relacione con éstos

4.-  Expresa  que la  Armada de Chile  carece  de legitimación  activa  para 

invocar la causal de reserva del artículo 21 N° 2 de la LT, por cuanto el tercero fue 

notificado  en  todas  las  etapas  del  procedimiento  y  decidió  no  reclamar  de 

ilegalidad.

5.- Sostiene, además, que la publicidad de las hojas de vida de funcionarios 

públicos no se encuentra comprendida en la hipótesis de reserva del artículo 21 N° 

2  de la  LT,  por  cuanto  se  relaciona  con  el  cumplimiento  de los  principios  de 

probidad y transparencia, aplicable a quienes se desempeñan en órganos públicos 

o en aquellos creados para el cumplimiento de funciones administrativas. Cita el 

contenido de los artículos 3° y 4° de la LT, en relación al artículo 8° inciso primero 

de  la  Constitución  Política  de  la  República  para  concluir  que  la  información 

ordenada  proporcionar  al  solicitante  es  una  directamente  relacionada  con  el 

ejercicio  de  la  función  pública  que desempeñó un contralmirante,  que permite 

verificar o conocer sus actuaciones funcionarias y su carrera en la institución, la 
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que al estar contenida en la hoja de vida denegada por la Armada, es información 

esencialmente  pública,  producida  y  almacenada  por  un  órgano  de  la 

Administración  con  motivo  de  la  verificación  del  cumplimiento  de  obligaciones 

funcionarias,  que no revela ni  contiene ningún tipo de información que pudiera 

afectar la vida privada o la intimidad del funcionario.

6.- Manifiesta que la decisión recurrida no vulnera el derecho al respeto y 

protección de la vida privada y la protección de datos personales, consagrado en 

la ley 19.628 y el artículo 19 N° 4° de la carta fundamental, ya que la reclamante 

no ha probado  la  necesaria  vinculación  entre  la  revelación  de los  datos  cuya 

publicidad se pretende impedir y la afectación presente, probable y específica al 

derecho a la  vida privada y  la  protección  de datos  personales  alegada.  En el  

presente caso, la información requerida no puede ser, bajo ningún punto de vista,  

calificada  como  datos  sensibles,  por  cuanto  únicamente  permiten  vincular  el 

nombre de un funcionario de la Armada de Chile con la historia sobre parte de su 

carrera  y  desempeño  funcionario,  no  existiendo  ninguna  vinculación  con  su 

intimidad.

7.- Explica que la DA rol C1865-19 no resulta ilegal al disponer la entrega 

de la hoja de vida solicitada, ya que la publicidad de dicha información no afecta la 

seguridad de la nación. La Armada de Chile funda esta alegación en que dichos 

datos se refieren a información relacionada a la preparación y capacitación militar, 

ya que revelarla afectaría los objetivos de las FF. AA., como son, la defensa de la 

patria  y  la  seguridad  nacional.  Sin  embargo,  dichos  antecedentes  no  quedan 

comprendidos dentro de lo que se ha entendido por seguridad de la nación, por 

tratarse  de información que no se encuentra  directamente  relacionada con las 

actividades de seguridad y defensa del  país,  ni  revelan  estrategias  militares ni 

tampoco ponen en riesgo la defensa de la patria ni la integridad territorial  ni la 

preservación del orden institucional de la república, por lo que su publicidad no 

tiene la potencialidad de provocar una afectación presente, probable y específica a 

la seguridad de la nación, en tanto bien jurídico protegido por el inciso segundo del 

artículo 8° de la Constitución Política de la República.

Pide rechazar el reclamo de ilegalidad.

TERCERO: Que debe recordarse que la DA rol C1865-19 del CPLT acogió 

el  amparo  por  denegación  de  acceso  a  la  información  en  contra  la  Armada 

deducido por el señor Javier Morales Valdés ordenando entregarle la hoja de vida 

de don Carlos Huber Vio, debiendo tarjarse los datos personales de contexto que 

pudieran estar contenidos en la documentación requerida, tales como el número 

de cédula de identidad,  domicilio  particular,  fecha de nacimiento,  nacionalidad, 

estado civil,  teléfono y correo electrónico particular,  entre otros, en virtud de lo 
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dispuesto en la ley N° 19.628, los datos sensibles, en virtud de lo expuesto en el 

artículo 10° de la citada ley, y las sanciones prescritas o cumplidas anotadas en la 

hoja de vida, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley. El 

contralmirante señor Huber Vio, quien fuera notificado en la etapa administrativa 

del procedimiento y que se opusiera en su oportunidad a la pretensión del señor 

Morales Valdés, no dedujo reclamo de ilegalidad en contra de la DA mencionada y 

sólo lo hizo la Armada a través del Consejo de Defensa del Estado.

CUARTO: Que lo primero que debe dilucidar esta Corte es la legitimación 

de la Armada para accionar en autos invocando la causal de reserva del N° 2 del 

artículo 21 de la LT, teniendo presente que la hoja de vida cuya publicidad se pide 

se  refiere  al  señor  Carlos  Huber  Vio,  persona  que  fue  notificada  en  el 

procedimiento administrativo ante el CPLT, de modo que conforme a los artículos 

20 y 25 de la LT, una vez ejercido el derecho a oposición por el tercero afectado 

ante la Armada, el órgano de la Administración de que se trata queda impedido de 

entregar la información, salvo decisión en contrario del CPLT, caso este último en 

que la Armada no puede accionar de ilegalidad en contra de la decisión en virtud 

de la causal del N° 2 del artículo 21 de la LT, facultad que sí tiene el tercero, y que 

en el caso sub judice no ejerció. La causal en comento, la del N° 2 del artículo 21 

de la LT, señala que: “Las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se 

podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información, son las siguientes: 

2. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte los derechos de las 

personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud, la esfera de su 

vida privada o derechos de carácter  comercial  o económico”,  norma que debe 

vincularse con la garantía del número 4° del artículo 19 de la Constitución Política 

de la República: “La Constitución asegura a todas las personas: 4° El respeto y 

protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia, y asimismo, la 

protección de sus datos personales. El tratamiento y protección de estos datos se 

efectuará en la forma y condiciones que determine la ley”.

QUINTO:  Que,  así,  y  tal  como  sostuvo  esta  Corte  de  Apelaciones  en 

sentencia de catorce de enero de dos mil diecinueve, dictada en la causa rol 362-

2018 -contencioso administrativo-, el único afectado, entonces, con la publicidad 

de la hoja de vida es el respectivo funcionario, el que, de acuerdo al artículo 20 de 

la  LT,  fue  emplazado  en  el  procedimiento  administrativo  ante  el  CPLT, 

absteniéndose  luego  de  reclamar  de  la  DA  C1865-19,  pudiendo  hacerlo  de 

acuerdo a lo que señala el inciso tercero del artículo 28 de la LT, a saber, “El 

afectado también podrá reclamar de la resolución del Consejo ante la Corte de 

Apelaciones  respectiva,  cuando  la  causal  invocada  hubiere  sido  la  oposición 

oportunamente deducida por el  titular de la información, de conformidad con el 
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artículo 20”. Cabe consignar que el adverbio “también” que emplea la norma citada 

no significa que el órgano de la Administración -la Armada en estos autos- pueda 

argüir esta causal, sino que, al revés, el tercero que se dice afectado es quien 

tiene  el  derecho  a  reclamar  de  ilegalidad  en  contra  de  la  DA,  atendido 

precisamente el hecho de ser el titular de los derechos que, en su concepto, se 

verían conculcados con la publicidad de la información.

SEXTO: Que bien señala el CPLT que la Armada no puede actuar como 

una especie de “agente oficioso” de aquellos terceros cuyos datos consignados en 

las hojas de vida respectivas se pide hacer pública y no puede concurrir a esta 

sede  judicial  pretendiendo  una  declaración  de  ilegalidad  de  la  DA  del  CPLT 

invocando una afectación de un derecho ajeno, de una tercera persona, como lo 

es el aludido señor Carlos Huber Vio, pues así se lo debe considerar en estos 

autos desde que,  pudiendo hacerlo,  no dedujo reclamo de ilegalidad; y sólo el 

titular del derecho que se dice conculcado es quien puede hacer tal reclamo. 

SÉPTIMO:  Que  tal  como lo  sostiene  el  CPLT,  no  basta  la  existencia  e 

invocación de una norma de quórum calificado para dar por configurada la causal  

de reserva del N° 5 del artículo 21 de la LT y, entonces, habrá que determinarse,  

en cada caso, si la publicidad afecta o no el bien jurídico que se intenta proteger 

con la norma. En este caso, el artículo 436 del Código de Justicia Militar establece 

un  caso  de  reserva  de  la  información  relativa  a  aquellos  documentos  cuyo 

contenido  se  relaciona  directamente  con  la  seguridad  del  estado,  la  defensa 

nacional, el orden público interior o la seguridad de las personas “y entre otros: 1.- 

Los relativos a las Plantas de dotaciones y a la seguridad de las instituciones de 

las Fuerzas Armadas o de Carabineros de Chile y de su personal,…” y, entonces,  

habrá que determinar  si  una hoja de vida de un funcionario  de la Armada se 

relaciona directamente con la seguridad del Estado, la defensa nacional, el orden 

público interior o la seguridad de las personas.

OCTAVO: Que la Armada no ha entregado ningún antecedente que permita 

sostener  que la entrega de la  aludida hoja de vida del  señor  Huber  Vio tiene 

alguna afectación en la seguridad del Estado, la defensa nacional, el orden público 

interior o la seguridad de las personas y tampoco ha ligado la causal de reserva 

con una efectiva afectación de alguno de los bienes jurídicos expresados en el 

artículo 8° de la Constitución Política de la República, debiendo repetirse que la 

norma del artículo 436 del Código de Justicia Militar exige que el documento cuya 

reserva  establece  debe  estar  “relacionado  directamente”  con  dichos  bienes 

jurídicos.

NOVENO: Que la norma de las letras a) y b) del artículo 34 de la ley 20.424 

no contempla ninguna causal de reserva o secreto respecto de las hojas de vida 
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de los funcionarios y baste su temor literal para arribar a tal conclusión. En efecto, 

señala esta disposición: 

“Los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la  defensa  nacional  son 

públicos”.

“Los  fundamentos  de  los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la 

defensa nacional, incluidos los que acompañan el proyecto de Ley de Presupuesto 

del Sector Público, serán secretos o reservados en todo lo relativo a.

a) Planes de empleo de las Fuerzas Armadas.

b) Estándares en los que operan las Fuerzas Armadas”.

Claramente la hoja de vida de un miembro de la Armada nada tiene que ver 

con los fundamentos de los actos y resoluciones presupuestarias de la defensa 

nacional. 

DÉCIMO: Que en cuanto a la causal del N° 3 del artículo 21 de la LT,  dicha 

norma  consigna  que  es  causal  de  reserva  o  secreto  “Cuando  (la  información 

pedida)  su  publicidad,  comunicación  o  conocimiento  afecte  la  seguridad  de la 

Nación, particularmente si  se refiere a la defensa nacional o la mantención del 

orden público o la seguridad pública”, de suerte que procede ver si la publicidad de 

la hoja de vida del contralmirante de la Armada, señor Carlos Huber Vio, afecta o 

no la seguridad nacional, concepto este último que si bien no está definido en la 

ley,  puede resumirse como un bien jurídico que tiende a la preservación de la 

independencia e integridad de la República y de sus instituciones, ante ataques 

externos o internos. Luego, la pregunta que debe responderse esta Corte es la 

siguiente: ¿la publicidad de la hoja de vida de un oficial  retirado de la Armada 

-eliminados los antecedentes personales que ya se indicaron-,  atenta contra la 

seguridad de la nación? 

UNDÉCIMO:  Que  la  información  que  da  cuenta  dicha  hoja  de  vida 

-eliminados o borrados los antecedentes personales a los que antes se ha hecho 

referencia- consiste, precisamente, en las evaluaciones del oficial, anotaciones y 

apreciaciones  de  sus  superiores  jerárquicos  y  destinaciones  dentro  de  la 

institución,  esto  es,  no  hay  ningún  dato  que pueda  significar  la  revelación  de 

estrategias  militares,  tales  como  mecanismos  de  defensa  ante  agresiones 

enemigas,  o el  diseño o modo de uso de determinadas armas,  ni  se pone en 

riesgo la integridad territorial ni institucional del país, ni tampoco queda en peligro 

la defensa de la patria frente a la agresión externa o interna. Cabe consignar que 

si  bien en la hoja de vida constan los cursos aprobados por el  funcionario,  no 

aparecen, por cierto, los contenidos de los mismos.

DUODÉCIMO: Que, consecuentemente, se desestimará la reclamación de 

ilegalidad.
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Y visto, además, lo dispuesto en el artículo 30 de la ley 20.285, se rechaza 

el reclamo de ilegalidad deducido por el Armada de Chile en contra de la Decisión 

de Amparo rol C1865-19 del Consejo para la Transparencia, sin costas.

Acordado con el voto en contra del Ministro señor Mera, quien estuvo por 

acoger el reclamo de ilegalidad de la Armada, por la causal del N° 5 del artículo 21  

de la LT y, en consecuencia, dejar sin efecto la DA rol C1865-19 y desestimar la 

petición del señor Javier Morales Valdés. Tuvo presente para ello:

I.-  Que el N° 5 del artículo 21 de la ley 20.285 señala que: “Las únicas 

causales  de  secreto  o  reserva  en  cuya  virtud  se  podrá  denegar  total  o 

parcialmente el acceso a la información, son las siguientes: 5. Cuando se trate de 

documentos,  datos  o  informaciones  que  una  ley  de  quórum  calificado  haya 

declarado  reservados  o  secretos,  de  acuerdo  a  las  causales  señaladas  en  el 

artículo 8º de la Constitución Política”.  Por su parte,  el  inciso segundo de esta 

última norma refiere que “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del 

Estado,  así  como  sus  fundamentos  y  los  procedimientos  que  utilicen.  Sin 

embargo,  sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o 

secreto de  aquéllos  o  de  éstos,  cuando  la  publicidad  afectare  el  debido 

cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la 

seguridad de la Nación o el  interés nacional”,  lo que debe concordarse con la 

disposición cuarta transitoria del  mismo texto constitucional: “Se entenderá que 

las leyes actualmente en vigor sobre materias que conforme a esta Constitución 

deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o aprobadas con quórum 

calificado,  cumplen estos  requisitos  y  seguirán aplicándose en lo que no sean 

contrarias a la Constitución, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos 

legales”. Finalmente, el artículo 436 N° 1 del Código de Justicia Militar dispone lo 

que sigue: “Se entiende por documentos secretos aquellos cuyo contenido se 

relaciona directamente con la seguridad del Estado, la Defensa nacional, el orden 

público interior o la seguridad de las personas y entre  otros: 1.- Los relativos a 

las Plantas o dotaciones y a la seguridad de las instituciones de las Fuerzas 

Armadas o de Carabineros de Chile y de su personal”. 

II.- Que, en consecuencia, siendo la hoja de vida requerida un documento 

relativo a las plantas o dotaciones de la Armada, de acuerdo al artículo 436 N° 1 

del Código de Justicia Militar, la información que contiene es secreta, por el sólo 

ministerio de la ley, sin que ni el CPLT ni la judicatura puedan ni deban decidir qué 

información relativa a estos temas es realmente reservada y cual no: es la ley la 

que ha establecido la reserva, ley que es de quórum calificado para estos efectos 

porque la Constitución Política de la República así lo establece en su disposición 

cuarta transitoria -y da igual si tal carácter lo es “ficto” o no, categoría que, en todo 
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caso es una elaborada por el CPLT-, y por lo tanto, se da en la especie un caso de 

excepción que el ordenamiento jurídico ha previsto respecto del principio general  

por el cual los actos de la Administración son públicos. Cabe señalar que el CPLT 

entrega  argumentos  relativos  al  encabezado  de la  norma del  artículo  436  del 

Código de Justicia Militar pero olvida que la misma refiere que “entre otros” son 

secretos los que indica en su número 1, de manera que ninguna elucubración 

debe hacerse más que comprobar si una hoja de vida de un funcionario de una 

institución militar está o no comprendida en aquellos mencionados en el N° 1 del 

citado texto legal y obviamente lo está, pues es uno relativo a la planta o dotación 

del personal de la Armada.

III.- Que debe reiterarse que es improcedente y contrario a la ley el hecho 

que el CPLT señale que no basta la existencia e invocación de una norma a la que 

se le atribuya el carácter de ley de quórum calificado para dar por configurada la 

causal de reserva del artículo 21 N° 5 de la LT si la publicidad no afecta alguno de 

los  bienes  jurídicos  señalados  en  el  inciso  segundo  del  artículo  8°  de  la 

Constitución Política de la República, pues es evidente que sí basta, que ninguna 

norma ha entregado  al  CPLT o  a  los  tribunales  la  facultad  de decidir  cuándo 

cumplir  con  una  disposición  legal  de  quórum  calificado  y  cuándo  no,  que  no 

existen las normas de quórum calificado fictas o no fictas: son o no son de quórum 

calificado y la distinción que hace el CPLT es contraria a derecho.  Del  mismo 

modo,  el  CPLT  afirma que “la  interpretación  que postula  la  Armada de Chile, 

conlleva un problema de constitucionalidad en la aplicación del artículo 436 del 

Código de Justicia Militar…”, lo que por cierto no deja de ser una opinión sobre el 

tema que es fácilmente rebatible pero que, en todo caso, si hay tal problema de 

constitucionalidad, en ningún caso puede el CPLT dejar de aplicar la ley ordinaria 

pues, al igual que todos los órganos de la Administración, ha de estarse a lo que 

regulan los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República y hacer sólo 

aquello  que el  ordenamiento  le  permite,  para  lo  cual,  precisamente,  basta,  es 

suficiente, que la ley señale que tal o cual información es secreta y, al no respetar 

dicha legislación, ciertamente el CPLT ha cometido una ilegalidad que debe ser 

reparada  a  través  de  la  reclamación  deducida  por  la  Armada.  E  iniciado  el 

procedimiento ante esta Corte, es el Tribunal Constitucional el único órgano que 

puede  decidir  la  inaplicabilidad  de  una  norma  legal  por  ser  contraria  a  la 

constitución, de acuerdo al N° 6° del artículo 93 del texto fundamental. 

IV.-  Que siendo reservada la información contenida en la aludida hoja de 

vida en virtud del N° 5 del artículo 21 de la LT, por haber norma legal expresa -de 

quórum calificado- que así lo dispone, y sin que el CPLT tenga la atribución de 

decidir por sí y ante sí qué información de aquella mencionada en el artículo 436 
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del Código de Justicia Militar puede revelarse y cual no, pues con ello conculca la 

regla básica del derecho público que contienen los artículos 6° y 7° de la Carta 

Fundamental, opina el disidente que debe acogerse la reclamación de la Armada.

Redacción del Ministro señor Mera.

No firma la Ministra señora Leyton, no obstante haber concurrido a la vista 

de la causa y al acuerdo, por ausencia.

Regístrese y comuníquese.

32-2020.
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Pronunciado por la Cuarta Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministro Juan Cristobal Mera M. y Fiscal Judicial

Raul Gregorio Trincado D. Santiago, veinte de noviembre de dos mil veinte.

En Santiago, a veinte de noviembre de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Santiago, veinte de noviembre de dos mil veinte.

VISTOS Y TENIENDO PRESENTE:

PRIMERO: Que compareció doña Ruth Israel López, Abogada Procurador 

Fiscal de Santiago, del Consejo de Defensa del Estado, por la Armada de Chile, 

todos domiciliados en calle Agustinas N° 1687, comuna y ciudad de Santiago y 

dedujo reclamo de ilegalidad en contra del  Consejo para la Transparencia (en 

adelante  “CPLT”),  representada  por  don  Jorge  Jaraquemada  Roblero,  ambos 

domiciliados en calle Morandé N° 360, piso 7, comuna y ciudad de Santiago, por 

su Decisión de Amparo (en adelante “DA”) rol C1222-19, adoptada por su Consejo 

Directivo en sesión ordinaria N° 976 de 28 de octubre de 2019 en cuya virtud se 

acogió el amparo por denegación de acceso a la información deducido por don 

Javier Morales Valdés y ordenó a la Armada hacer entrega al reclamante de copia 

de la hoja de vida del sargento 2° don Carlos Donoso Muñoz, previa reserva de los 

datos que allí se indican. Funda su reclamo en los siguientes antecedentes:

1.- El particular don Javier Morales Valdés requirió de la Armada de Chile, 

mediante Solicitud de Acceso a la Información Pública, que se le proporcionara la 

hoja de vida del sargento 2° señor Carlos Donoso Muñoz. La Armada, por oficio de 

8 de febrero de 2019, respondió indicando que, en atención a lo dispuesto en el 

artículo 20 de la Ley de Transparencia (en adelante “LT”) y a que la información 

requerida se refiere a documentos o antecedentes cuya entrega puede afectar los 

derechos  del  aludido  sargento  2°,  la  institución  lo  notificó  de  la  solicitud  de 

información, con el fin de que manifestara su conformidad u oposición a la entrega 

de lo solicitado. El aludido sargento 2° se opuso a la solicitud del señor Morales 

Valdés  argumentando,  en  resumen,  que  los  documentos  requeridos  contienen 

información tanto profesional militar como personal y familiar, datos que podrían 

ser  mal  utilizados  al  caer  en  manos  de  terceros,  lo  que  vulnera  su  derecho 

fundamental consagrado en el artículo 19 N° 4° de la Constitución Política de la 

República y en la ley 19.628, sobre protección a la vida privada y que conforme al 

artículo  21  N°  2°  de  la  ley  20.285,  tal  información  no  debe  ser  entregada. 

Asimismo, argumentó secreto o reserva militar.

2.-  La  Armada  de  Chile  informó  al  solicitante  que,  al  existir  oposición 

debidamente justificada en tiempo y forma y según los dispuesto en los artículos 

20 y 21 números 2 y 5 de la LT, con relación al deber de la institución de guardar 

secreto de dichos antecedentes, según lo prescribe el artículo 7 de la ley 19.628, y 

al  párrafo  2.4  de  la  Instrucción  General  N°  10  del  CPLT,  la  institución  se 

encontraba impedida de acceder a lo solicitado.
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3.- Con fecha 8 de febrero de 2019 el solicitante dedujo amparo ante el 

CPLT, tramitado bajo el rol C-1222-19, en contra de la respuesta entregada por la 

Armada de Chile. 

4.- La Armada evacuó el traslado conferido solicitando al CPLT acoger sus 

descargos  pero,  mediante  oficio  N°  E16357  de 12 de noviembre  de 2019,  se 

comunicó  la  DA  rol  C1222-19,  en  la  que,  en  definitiva,  se  acogió  el  amparo 

deducido por  el  señor  Morales,  ordenando al  señor  comandante  en jefe  de la 

Armada de Chile hacer entrega de la referida hoja de vida.

6.-  Señala  la  Armada  la  procedencia  de  la  excepción  objetiva  de 

denegación de información fundada en el artículo 21 números 3 y 5 de la LT. Cita 

al  efecto  el  artículo  436  N°  1°  del  Código  de  Justicia  Militar  como norma de 

quórum calificado, agregando que las hojas de vida forman parte de proceso de 

calificación  y  selección  de  las  instituciones  armadas,  de  modo  que  no  solo 

contienen  información  personal  sino  relativa  a  la  preparación,  capacitación  y 

formación naval del funcionario, su especialidad militar, sus funciones militares, las 

cualidades,  atributos  o  debilidades,  sus  destinaciones  navales  nacionales  o 

internacionales y constancia de cualidades resaltadas.

8.-  Aduce  la  procedencia  de  la  excepción  objetiva  de  denegación  de 

información, fundada en el artículo 21 números 2 y 5 de la LT, por registrarse en 

las hojas de vida información de carácter personal y alguna de carácter sensible, 

todo ello de acuerdo al artículo 19 N° 4° de la Constitución Política de la República 

y al artículo 7 de la ley 19.628. Cita, asimismo, el artículo 34 letras a) y b) de la ley  

20.424.

Pide  se  acoja  su  reclamo  de  ilegalidad  y  se  deje  sin  efecto  la  DA 

impugnada.

SEGUNDO. Que informando el CPLT señala lo que sigue:

1.-  Indica  que  la  DA  C1222-19  se  ha  dictado  con  estricto  apego  a  su 

competencia, resolviendo fundadamente el amparo por denegación de acceso a la 

información y pronunciándose sobre todas las cuestiones alegadas por la armada. 

Señala que las hojas de vida de los funcionarios de las FF. AA. no son reservadas  

en virtud de lo dispuesto en el artículo 34 letras a) y b) de la ley 20.424. Indica que 

la norma en comento dispone: “Los actos y resoluciones presupuestarios de la 

defensa nacional son públicos”.

“Los  fundamentos  de  los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la 

defensa  nacional,  incluidos  los  que  acompañan  el  proyecto  de  Ley  de 

Presupuestos del Sector Público, serán secretos o reservados en todo lo relativo 

a: a) Planes de empleo de las Fuerzas Armadas. b) Estándares en los que operan 

las Fuerzas Armadas”
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3.- Sostiene que el CPLT ha precisado el sentido y alcance de esta norma, 

a partir de las decisiones de amparo roles C349-11 y C536-11, razonando que 

debe dársele  una interpretación  restrictiva,  al  tratarse  de una limitación  de un 

derecho constitucional, estimando que ninguna de estas hipótesis legales resultan 

aplicables  a  la  información  referida  a  las  hojas  de vida  de  funcionarios  de la 

Armada, ya que dicha información en ningún caso dice relación con fundamentos 

de los actos y resoluciones presupuestarios de la defensa, ni revelan los planes de 

empleo de las Fuerzas Armadas o los estándares con que éstas operan. Afirma 

que la información contenida en las hojas de vida y calificaciones de funcionarios 

públicos es pública en virtud de lo dispuesto en los artículos 5°, 10° y 11 letra c) de 

la LT y al  artículo 8° de la Constitución Política de la República, ya que versa 

sobre su carrera funcionaria, su calificación y desempeño en el ejercicio de las 

funciones  para  las  cuales  fueron  contratados,  sirviendo  su  contenido  de 

fundamento  para  la  adopción  de  decisiones  en  los  respectivos  procesos 

calificatorios. Se remite a la definición de hoja de vida que establece el artículo 79 

del decreto con fuerza de ley N° 1 de 1997 del Ministerio de Defensa Nacional 

como el “documento que contiene un registro cronológico de todas las actuaciones 

del  personal  que  incidan  directamente  en  su  desempeño  durante  el 

correspondiente  período  de  calificación.  En  ella  se  efectuarán  tanto  las 

anotaciones de mérito como de demérito que lo afecten, como asimismo las que 

correspondan a su vida funcionaria, tales como, feriados, licencias, comisiones de 

servicio,  resoluciones  recaídas  por  investigaciones  sumarias  administrativas  y 

sentencias definitivas en causas civiles y criminales. Podrá contemplar también 

todo  otro  antecedente  que  se  considere  útil  para  la  posterior  evaluación  del 

personal,  siempre que corresponda al  período de calificación de que se trate”. 

Indica  que,  conforme  esta  definición,  el  CPLT  concluyó  que  la  información 

requerida  obra  en  poder  de  la  Armada  de  Chile  y  ha  sido  elaborada  con  el 

propósito de que dicha institución pueda contar con un insumo para evaluar el 

desempeño de sus funcionarios, concluyendo que la hoja de vida del sargento 2° 

señor Carlos Donoso Muñoz contiene información que se refiere específicamente 

a su evaluación de desempeño, ciertas anotaciones de sus superiores jerárquicos, 

así como apreciaciones sobre la ejecución de las tareas inherentes a los cargos 

que desempeñó mientras estuvo sujeto a calificación en los períodos consultados. 

Relaciona este concepto con el contenido del artículo 8° de la Constitución Política 

de la República y de los artículos 5°, 10 y 11 letra c) de la LT, para concluir que la 

hoja  de  vida  del  funcionario  consultado  obra  en  poder  de  un  órgano  de  la 

Administración del Estado, fue elaborada con presupuesto público y ha servido de 

fundamento de resoluciones o actos administrativos dictados por la Armada de 
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Chile en los respectivos procesos calificatorios a los que fue sometido el sargento 

2° señor Donoso Muñoz, a lo largo de su carrera funcionaria, por lo que constituye 

información que tiene el  carácter de pública, salvo que concurra a su respecto 

alguna causal legal de reserva, lo que no sucede en este caso.

4.- Argumenta que no basta la existencia e invocación de una norma a la 

que  se  le  atribuya  el  carácter  de  ley  de  quórum  calificado  que  establezca  el 

secreto de ciertos antecedentes para dar por configurada la causal de reserva del 

artículo 21 Nº 5 de la LT, si la publicidad no afecta alguno de los bienes jurídicos  

señalados en el  inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política de la 

República. Específicamente, sostiene que la alegación de tener la hoja de vida del 

funcionario carácter secreto, conforme al artículo 436 N° 1 del Código de Justicia 

Militar,  no  puede  entenderse  configurada  con  la  sola  cita  de  la  norma,  sin 

antecedentes que le den sustento, argumentando que en la configuración como 

causal de excepción a la publicidad, necesariamente debe evaluarse en cada caso 

concreto la afectación de que se trata, y en el caso puntual verificar si se afecta el  

bien jurídico que se relaciona con la causal de reserva invocada. La interpretación 

de la Armada de Chile, al sostener que la norma establece la reserva de ciertos 

antecedentes,  por  el  sólo  hecho  que  su  contenido  “se  relacione”  con  un 

determinado  bien  jurídico,  pugna  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  8°  de  la 

Constitución Política de la República, que exige que la publicidad de lo requerido 

“afecte” el debido cumplimiento de las funciones del órgano, los derechos de las 

personas,  la  seguridad  nacional  o  el  interés  nacional,  y  no  solamente  que  el 

documento se refiera a ellos o se relacione con éstos

5.-  Expresa  que la  Armada de Chile  carece  de legitimación  activa  para 

invocar la causal de reserva del artículo 21 N° 2 de la LT, por cuanto el tercero fue 

notificado  en  todas  las  etapas  del  procedimiento  y  decidió  no  reclamar  de 

ilegalidad.

6.- Sostiene, además, que la publicidad de las hojas de vida de funcionarios 

públicos no se encuentra comprendida en la hipótesis de reserva del artículo 21 N° 

2  de la  LT,  por  cuanto  se  relaciona  con  el  cumplimiento  de los  principios  de 

probidad y transparencia, aplicable a quienes se desempeñan en órganos públicos 

o en aquellos creados para el cumplimiento de funciones administrativas. Cita el 

contenido de los artículos 3° y 4° de la LT, en relación al artículo 8° inciso primero 

de  la  Constitución  Política  de  la  República  para  concluir  que  la  información 

ordenada  proporcionar  al  solicitante  es  una  directamente  relacionada  con  el 

ejercicio  de  la  función  pública  que  desempeñó  un  sargento  2°,  que  permite 

verificar o conocer sus actuaciones funcionarias y su carrera en la institución, la 

que al estar contenida en la hoja de vida denegada por la Armada, es información 
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esencialmente  pública,  producida  y  almacenada  por  un  órgano  de  la 

Administración  con  motivo  de  la  verificación  del  cumplimiento  de  obligaciones 

funcionarias,  que no revela ni  contiene ningún tipo de información que pudiera 

afectar la vida privada o la intimidad del funcionario.

7.- Manifiesta que la decisión recurrida no vulnera el derecho al respeto y 

protección de la vida privada y la protección de datos personales, consagrado en 

la ley 19.628 y el artículo 19 N° 4° de la carta fundamental, ya que la reclamante 

no ha probado  la  necesaria  vinculación  entre  la  revelación  de los  datos  cuya 

publicidad se pretende impedir y la afectación presente, probable y específica al 

derecho a la  vida privada y  la  protección  de datos  personales  alegada.  En el  

presente caso, la información requerida no puede ser, bajo ningún punto de vista,  

calificada  como  datos  sensibles,  por  cuanto  únicamente  permiten  vincular  el 

nombre de un funcionario de la Armada de Chile con la historia sobre parte de su 

carrera  y  desempeño  funcionario,  no  existiendo  ninguna  vinculación  con  su 

intimidad.

8.- Explica que la DA rol C1222-19 no resulta ilegal al disponer la entrega 

de la hoja de vida solicitada, ya que la publicidad de dicha información no afecta la 

seguridad de la nación. La Armada de Chile funda esta alegación en que dichos 

datos se refieren a información relacionada a la preparación y capacitación militar, 

ya que revelarla afectaría los objetivos de las FF. AA., como son, la defensa de la 

patria  y  la  seguridad  nacional.  Sin  embargo,  dichos  antecedentes  no  quedan 

comprendidos dentro de lo que se ha entendido por seguridad de la nación, por 

tratarse  de información que no se encuentra  directamente  relacionada con las 

actividades de seguridad y defensa del  país,  ni  revelan  estrategias  militares ni 

tampoco ponen en riesgo la defensa de la patria ni la integridad territorial  ni la 

preservación del orden institucional de la república, por lo que su publicidad no 

tiene la potencialidad de provocar una afectación presente, probable y específica a 

la seguridad de la nación, en tanto bien jurídico protegido por el inciso segundo del 

artículo 8° de la Constitución Política de la República.

Pide rechazar el reclamo de ilegalidad.

TERCERO: Que debe recordarse que la DA rol C1222-19 del CPLT acogió 

el amparo por denegación de acceso a la información contra la Armada deducido 

por el señor Javier Morales Valdés ordenando entregarle la hoja de vida de don 

Carlos Donoso Muñoz, debiendo tarjarse los datos personales de contexto que 

pudieran estar contenidos en la documentación requerida, tales como el número 

de cédula de identidad,  domicilio  particular,  fecha de nacimiento,  nacionalidad, 

estado civil,  teléfono y correo electrónico particular,  entre otros, en virtud de lo 

dispuesto en la ley N° 19.628, los datos sensibles, en virtud de lo expuesto en el 
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artículo 10° de la citada ley, y las sanciones prescritas o cumplidas anotadas en la 

hoja de vida, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley. El 

sargento 2° señor Donoso Muñoz, quien fuera notificado en la etapa administrativa 

del  procedimiento,  no  dedujo  reclamo  de  ilegalidad  en  contra  de  la  DA 

mencionada y sólo lo hizo la Armada a través del Consejo de Defensa del Estado.

CUARTO: Que lo primero que debe dilucidar esta Corte es la legitimación 

de la Armada para accionar en autos invocando la causal de reserva del N° 2 del 

artículo 21 de la LT, teniendo presente que la hoja de vida cuya publicidad se pide 

se  refiere  al  señor  Carlos  Donoso  Muñoz,  persona  que  fue  notificada  en  el 

procedimiento administrativo ante el CPLT, de modo que conforme a los artículos 

20 y 25 de la LT, una vez ejercido el derecho a oposición por el tercero afectado 

ante la Armada, el órgano de la Administración de que se trata queda impedido de 

entregar la información, salvo decisión en contrario del CPLT, caso este último en 

que la Armada no puede accionar de ilegalidad en contra de la decisión en virtud 

de la causal del N° 2 del artículo 21 de la LT, facultad que sí tiene el tercero, y que 

en el caso sub judice no ejerció. La causal en comento, la del N° 2 del artículo 21 

de la LT, señala que: “Las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se 

podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información, son las siguientes: 

2. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte los derechos de las 

personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud, la esfera de su 

vida privada o derechos de carácter  comercial  o económico”,  norma que debe 

vincularse con la garantía del número 4° del artículo 19 de la Constitución Política 

de la República: “La Constitución asegura a todas las personas: 4° El respeto y 

protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia, y asimismo, la 

protección de sus datos personales. El tratamiento y protección de estos datos se 

efectuará en la forma y condiciones que determine la ley”.

QUINTO:  Que,  así,  y  tal  como  sostuvo  esta  Corte  de  Apelaciones  en 

sentencia de catorce de enero de dos mil diecinueve, dictada en la causa rol 362-

2018 -contencioso administrativo-, el único afectado, entonces, con la publicidad 

de la hoja de vida es el respectivo funcionario, el que, de acuerdo al artículo 20 de 

la  LT,  fue  emplazado  en  el  procedimiento  administrativo  ante  el  CPLT, 

absteniéndose  luego  de  reclamar  de  la  DA  C1222-19,  pudiendo  hacerlo  de 

acuerdo a lo que señala el inciso tercero del artículo 28 de la LT, a saber, “El 

afectado también podrá reclamar de la resolución del Consejo ante la Corte de 

Apelaciones  respectiva,  cuando  la  causal  invocada  hubiere  sido  la  oposición 

oportunamente deducida por el  titular de la información, de conformidad con el 

artículo 20”. Cabe consignar que el adverbio “también” que emplea la norma citada 

no significa que el órgano de la Administración -la Armada en estos autos- pueda 
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argüir esta causal, sino que, al revés, el tercero que se dice afectado es quien 

tiene  el  derecho  a  reclamar  de  ilegalidad  en  contra  de  la  DA,  atendido 

precisamente el hecho de ser el titular de los derechos que, en su concepto, se 

verían conculcados con la publicidad de la información.

SEXTO: Que bien señala el CPLT que la Armada no puede actuar como 

una especie de “agente oficioso” de aquellos terceros cuyos datos consignados en 

las hojas de vida respectivas se pide hacer pública y no puede concurrir a esta 

sede  judicial  pretendiendo  una  declaración  de  ilegalidad  de  la  DA  del  CPLT 

invocando una afectación de un derecho ajeno, de una tercera persona, como lo 

es el aludido señor Carlos Donoso Muñoz, pues así se lo debe considerar en estos 

autos desde que,  pudiendo hacerlo,  no dedujo reclamo de ilegalidad; y sólo el 

titular del derecho que se dice conculcado es quien puede hacer tal reclamo. 

SÉPTIMO:  Que  tal  como lo  sostiene  el  CPLT,  no  basta  la  existencia  e 

invocación de una norma de quórum calificado para dar por configurada la causal  

de reserva del N° 5 del artículo 21 de la LT y, entonces, habrá que determinarse,  

en cada caso, si la publicidad afecta o no el bien jurídico que se intenta proteger 

con la norma. En este caso, el artículo 436 del Código de Justicia Militar establece 

un  caso  de  reserva  de  la  información  relativa  a  aquellos  documentos  cuyo 

contenido  se  relaciona  directamente  con  la  seguridad  del  estado,  la  defensa 

nacional, el orden público interior o la seguridad de las personas “y entre otros: 1.- 

Los relativos a las Plantas de dotaciones y a la seguridad de las instituciones de 

las Fuerzas Armadas o de Carabineros de Chile y de su personal,…” y, entonces,  

habrá que determinar  si  una hoja de vida de un funcionario  de la Armada se 

relaciona directamente con la seguridad del Estado, la defensa nacional, el orden 

público interior o la seguridad de las personas.

OCTAVO: Que la Armada no ha entregado ningún antecedente que permita 

sostener que la entrega de la aludida hoja de vida del señor Donoso Muñoz tiene 

alguna afectación en la seguridad del Estado, la defensa nacional, el orden público 

interior o la seguridad de las personas y tampoco ha ligado la causal de reserva 

con una efectiva afectación de alguno de los bienes jurídicos expresados en el 

artículo 8° de la Constitución Política de la República, debiendo repetirse que la 

norma del artículo 436 del Código de Justicia Militar exige que el documento cuya 

reserva  establece  debe  estar  “relacionado  directamente”  con  dichos  bienes 

jurídicos.

NOVENO: Que la norma de las letras a) y b) del artículo 34 de la ley 20.424 

no contempla ninguna causal de reserva o secreto respecto de las hojas de vida 

de los funcionarios y baste su temor literal para arribar a tal conclusión. En efecto, 

señala esta disposición: 
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“Los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la  defensa  nacional  son 

públicos”.

“Los  fundamentos  de  los  actos  y  resoluciones  presupuestarios  de  la 

defensa nacional, incluidos los que acompañan el proyecto de Ley de Presupuesto 

del Sector Público, serán secretos o reservados en todo lo relativo a.

a) Planes de empleo de las Fuerzas Armadas.

b) Estándares en los que operan las Fuerzas Armadas”.

Claramente la hoja de vida de un miembro de la Armada nada tiene que ver 

con los fundamentos de los actos y resoluciones presupuestarias de la defensa 

nacional. 

DÉCIMO: Que en cuanto a la causal del N° 3 del artículo 21 de la LT,  dicha 

norma  consigna  que  es  causal  de  reserva  o  secreto  “Cuando  (la  información 

pedida)  su  publicidad,  comunicación  o  conocimiento  afecte  la  seguridad  de la 

Nación, particularmente si  se refiere a la defensa nacional o la mantención del 

orden público o la seguridad pública”, de suerte que procede ver si la publicidad de 

la hoja de vida del sargento 2° de la Armada, señor Carlos Donoso Muñoz, afecta 

o no la seguridad nacional, concepto este último que si bien no está definido en la 

ley,  puede resumirse como un bien jurídico que tiende a la preservación de la 

independencia e integridad de la República y de sus instituciones, ante ataques 

externos o internos. Luego, la pregunta que debe responderse esta Corte es la 

siguiente: ¿la publicidad de la hoja de vida de un oficial  retirado de la Armada 

-eliminados los antecedentes personales que ya se indicaron-,  atenta contra la 

seguridad de la nación? 

UNDÉCIMO:  Que  la  información  que  da  cuenta  dicha  hoja  de  vida 

-eliminados o borrados los antecedentes personales a los que antes se ha hecho 

referencia- consiste, precisamente, en las evaluaciones del oficial, anotaciones y 

apreciaciones  de  sus  superiores  jerárquicos  y  destinaciones  dentro  de  la 

institución,  esto  es,  no  hay  ningún  dato  que pueda  significar  la  revelación  de 

estrategias  militares,  tales  como  mecanismos  de  defensa  ante  agresiones 

enemigas,  o el  diseño o modo de uso de determinadas armas,  ni  se pone en 

riesgo la integridad territorial ni institucional del país, ni tampoco queda en peligro 

la defensa de la patria frente a la agresión externa o interna. Cabe consignar que 

si  bien en la hoja de vida constan los cursos aprobados por el  funcionario,  no 

aparecen, por cierto, los contenidos de los mismos.

DUODÉCIMO: Que, consecuentemente, se desestimará la reclamación de 

ilegalidad.
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Y visto, además, lo dispuesto en el artículo 30 de la ley 20.285, se rechaza 

el reclamo de ilegalidad deducido por el Armada de Chile en contra de la Decisión 

de Amparo rol C1222-19 del Consejo para la Transparencia, sin costas.

Acordado con el voto en contra del Ministro señor Mera, quien estuvo por 

acoger el reclamo de ilegalidad de la Armada, por la causal del N° 5 del artículo 21  

de la LT y, en consecuencia, dejar sin efecto la DA rol C1222-19 y desestimar la 

petición del señor Javier Morales Valdés. Tuvo presente para ello:

I.-  Que el N° 5 del artículo 21 de la ley 20.285 señala que: “Las únicas 

causales  de  secreto  o  reserva  en  cuya  virtud  se  podrá  denegar  total  o 

parcialmente el acceso a la información, son las siguientes: 5. Cuando se trate de 

documentos,  datos  o  informaciones  que  una  ley  de  quórum  calificado  haya 

declarado  reservados  o  secretos,  de  acuerdo  a  las  causales  señaladas  en  el 

artículo 8º de la Constitución Política”.  Por su parte,  el  inciso segundo de esta 

última norma refiere que “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del 

Estado,  así  como  sus  fundamentos  y  los  procedimientos  que  utilicen.  Sin 

embargo,  sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o 

secreto de  aquéllos  o  de  éstos,  cuando  la  publicidad  afectare  el  debido 

cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la 

seguridad de la Nación o el  interés nacional”,  lo que debe concordarse con la 

disposición cuarta transitoria del  mismo texto constitucional: “Se entenderá que 

las leyes actualmente en vigor sobre materias que conforme a esta Constitución 

deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o aprobadas con quórum 

calificado,  cumplen estos  requisitos  y  seguirán aplicándose en lo que no sean 

contrarias a la Constitución, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos 

legales”. Finalmente, el artículo 436 N° 1 del Código de Justicia Militar dispone lo 

que sigue: “Se entiende por documentos secretos aquellos cuyo contenido se 

relaciona directamente con la seguridad del Estado, la Defensa nacional, el orden 

público interior o la seguridad de las personas y entre  otros: 1.- Los relativos a 

las Plantas o dotaciones y a la seguridad de las instituciones de las Fuerzas 

Armadas o de Carabineros de Chile y de su personal”. 

II.- Que, en consecuencia, siendo la hoja de vida requerida un documento 

relativo a las plantas o dotaciones de la Armada, de acuerdo al artículo 436 N° 1 

del Código de Justicia Militar, la información que contiene es secreta, por el sólo 

ministerio de la ley, sin que ni el CPLT ni la judicatura puedan ni deban decidir qué 

información relativa a estos temas es realmente reservada y cual no: es la ley la 

que ha establecido la reserva, ley que es de quórum calificado para estos efectos 

porque la Constitución Política de la República así lo establece en su disposición 

cuarta transitoria -y da igual si tal carácter lo es “ficto” o no, categoría que, en todo 
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caso es una elaborada por el CPLT-, y por lo tanto, se da en la especie un caso de 

excepción que el ordenamiento jurídico ha previsto respecto del principio general  

por el cual los actos de la Administración son públicos. Cabe señalar que el CPLT 

entrega  argumentos  relativos  al  encabezado  de la  norma del  artículo  436  del 

Código de Justicia Militar pero olvida que la misma refiere que “entre otros” son 

secretos los que indica en su número 1, de manera que ninguna elucubración 

debe hacerse más que comprobar si una hoja de vida de un funcionario de una 

institución militar está o no comprendida en aquellos mencionados en el N° 1 del 

citado texto legal y obviamente lo está, pues es uno relativo a la planta o dotación 

del personal de la Armada.

III.- Que debe reiterarse que es improcedente y contrario a la ley el hecho 

que el CPLT señale que no basta la existencia e invocación de una norma a la que 

se le atribuya el carácter de ley de quórum calificado para dar por configurada la 

causal de reserva del artículo 21 N° 5 de la LT si la publicidad no afecta alguno de 

los  bienes  jurídicos  señalados  en  el  inciso  segundo  del  artículo  8°  de  la 

Constitución Política de la República, pues es evidente que sí basta, que ninguna 

norma ha entregado  al  CPLT o  a  los  tribunales  la  facultad  de decidir  cuándo 

cumplir  con  una  disposición  legal  de  quórum  calificado  y  cuándo  no,  que  no 

existen las normas de quórum calificado fictas o no fictas: son o no son de quórum 

calificado y la distinción que hace el CPLT es contraria a derecho.  Del  mismo 

modo,  el  CPLT  afirma que “la  interpretación  que postula  la  Armada de Chile, 

conlleva un problema de constitucionalidad en la aplicación del artículo 436 del 

Código de Justicia Militar…”, lo que por cierto no deja de ser una opinión sobre el 

tema que es fácilmente rebatible pero que, en todo caso, si hay tal problema de 

constitucionalidad, en ningún caso puede el CPLT dejar de aplicar la ley ordinaria 

pues, al igual que todos los órganos de la Administración, ha de estarse a lo que 

regulan los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República y hacer sólo 

aquello  que el  ordenamiento  le  permite,  para  lo  cual,  precisamente,  basta,  es 

suficiente, que la ley señale que tal o cual información es secreta y, al no respetar 

dicha legislación, ciertamente el CPLT ha cometido una ilegalidad que debe ser 

reparada  a  través  de  la  reclamación  deducida  por  la  Armada.  E  iniciado  el 

procedimiento ante esta Corte, es el Tribunal Constitucional el único órgano que 

puede  decidir  la  inaplicabilidad  de  una  norma  legal  por  ser  contraria  a  la 

constitución, de acuerdo al N° 6° del artículo 93 del texto fundamental. 

IV.-  Que siendo reservada la información contenida en la aludida hoja de 

vida en virtud del N° 5 del artículo 21 de la LT, por haber norma legal expresa -de 

quórum calificado- que así lo dispone, y sin que el CPLT tenga la atribución de 

decidir por sí y ante sí qué información de aquella mencionada en el artículo 436 
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del Código de Justicia Militar puede revelarse y cual no, pues con ello conculca la 

regla básica del derecho público que contienen los artículos 6° y 7° de la Carta 

Fundamental, opina el disidente que debe acogerse la reclamación de la Armada.

Redacción del Ministro señor Mera.

No firma la Ministra señora Leyton, no obstante haber concurrido a la vista 

de la causa y al acuerdo, por ausencia.

Regístrese y comuníquese.

616-2019.
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JUAN CRISTOBAL MERA MUÑOZ
MINISTRO
Fecha: 20/11/2020 12:16:30

RAUL GREGORIO TRINCADO
DREYSE
FISCAL
Fecha: 20/11/2020 09:09:46



Pronunciado por la Cuarta Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministro Juan Cristobal Mera M. y Fiscal Judicial

Raul Gregorio Trincado D. Santiago, veinte de noviembre de dos mil veinte.

En Santiago, a veinte de noviembre de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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